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Se abre la sesión a las once y cinco minutos de la ma-
ñana.

— APROBACION DE LA DELEGACION EN FA-
VOR DE LA MESA, A LA QUE HACE REFE-
RENCIA LA RESOLUCION DE LA PRESIDEN-
CIA DE LA CAMARA DE 2 DE NOVIEMBRE DE
1983, EN RELACION CON EL ARTICULO 44
DEL REGLAMENTO DEL CONGRESO DE LOS
DIPUTADOS. (Número de expediente 042/000004)

El señor PRESIDENTE: Vamos a dar comienzo a la
reunión de la Comisión de Política Social y Empleo con el
punto 1.o del orden del día: Aprobación, en su caso, de la
delegación en favor de la Mesa a la que hace referencia la
resolución de la Presidencia de la Cámara de 2 de noviem-
bre de 1983, en relación con el artículo 44 del Reglamento
del Congreso de los Diputados.

La Mesa y los portavoces de esta Comisión se han reu-
nido y quiero hacer una propuesta en su nombre, con el fin
de evitar este trámite formal en el futuro. La propuesta es
que, por la Comisión, se delegue en la Mesa y portavoces
la decisión acerca de las solicitudes de comparecencia que
se formulen por alguno de los grupos, de manera que sean
la Mesa y los portavoces los que decidan por mayoría. En
el supuesto de que la solicitud no sea aceptada por la ma-
yoría de la Mesa y portavoces, el grupo que no viese satis-
fecha su petición por esa decisión tendría el derecho de
plantearla ante la Comisión, que sería la que decidiría, en
su caso. Reitero que la propuesta que presentamos es, en
definitiva, la solicitud de delegación de las normas previs-
tas en el artículo 44 del Reglamento del Congreso de los
Diputados —que lo doy por conocido por todos ustedes—,
así como de la norma interpretativa dictada por la Presi-
dencia de esta Cámara el 2 de noviembre de 1983.

Esta es la propuesta que someto a su aprobación.
(Pausa.) Se aprueba por asentimiento.

— APROBACION DE LA CELEBRACION DE LAS
COMPARECENCIAS DEL MINISTRO DE TRA-
BAJO Y ASUNTOS SOCIALES (ARENAS BO-
CANEGRA), A PROPUESTA DE LA MESA DE
LA COMISION, ACORDADA EN SU REUNION
DEL DIA 29-5-96. (Números de expediente
213/000008 y 213/000028.)

El señor PRESIDENTE: Entramos en el punto 2.o, que
es la aprobación de la celebración de las comparecencias

del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, números de
expediente 213/000008 y 213/000028, a propuesta de la
Mesa de la Comisión, acordada en su reunión del día 29 de
mayo de 1996.

¿Se aprueba? (Pausa.)
Se aprueba igualmente por asentimiento

COMPARECENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DE
TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES (ARENAS BO-
CANEGRA), PARA INFORMAR SOBRE:

— PREVISIONES Y LINEAS GENERALES A DE-
SARROLLAR EN SU DEPARTAMENTO. A SO-
LICITUD DEL GRUPO SOCIALISTA. (Número
de expediente 213/000008.)

— LINEAS GENERALES Y PROYECTOS A DESA-
RROLLAR POR SU DEPARTAMENTO. A SOLI-
CITUD DEL GRUPO IU-IC. (Número de expe-
diente 213/000028.)

— LINEAS GENERALES DE LA POLITICA DEL
DEPARTAMENTO, A PETICION PROPIA. (Nú-
mero de expediente 214/000014.)

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto 3.º, que es
la celebración de las siguientes comparecencias del Minis-
tro de Trabajo y Asuntos Sociales, don Javier Arenas Bo-
canegra, para informar de las previsiones y líneas genera-
les a desarrollar en su departamento, formuladas por el
Grupo Socialista, número de expediente 213/000008, por
el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya, número de expediente 213/000028, y a propia
petición del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, nú-
mero de expediente 214/000014.

Quiero dar la bienvenida, en nombre de todos los
miembros de esta Comisión, al Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales y señalarle que estamos todos muy inte-
resados en escuchar las líneas generales que va a seguir su
departamento en la presente legislatura, dado el elevado
interés que para la sociedad presentan las decisiones que se
adopten por su departamento.

Bienvenido de nuevo y, sin más, tiene la palabra el Mi-
nistro de Trabajo y Asuntos Sociales, don Javier Arenas
Bocanegra.

El señor MINISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS
SOCIALES (Arenas Bocanegra): Señor Presidente, seño-
ras y señores Diputados, tengo que agradecer las palabras
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de bienvenida del Presidente de la Comisión de Política
Social y Empleo y decirles que para mí es un honor com-
parecer ante esta Comisión como miembro del Gobierno y
manifestarles ya, desde este momento, mi plena disposi-
ción para facilitar la tarea de control del Gobierno y, desde
luego, comprometerme a facilitar el cumplimiento de ese
deber de control del Gobierno a los miembros de la Cá-
mara, desde mis responsabilidades al frente del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales.

También querría empezar esta intervención recono-
ciendo públicamente el esfuerzo y la dedicación de mis an-
tecesores, don José Antonio Griñán y doña Cristina Al-
berdi, y agradecerles personalmente la cordialidad con la
que se llevó a cabo el proceso de transmisión de funciones.
Creo, con toda sinceridad, que esa actitud refleja la madu-
rez democrática con que estamos construyendo el futuro
de la sociedad española.

Como saben SS. SS., el Gobierno ha decidido la fusión
de los ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de
Asuntos Sociales en el actual Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales. Quiero dejar bien claro desde el princi-
pio que se trata de una fusión de ministerios y no de la ab-
sorción de un ministerio por otro. En la absorción una de
las dos partes es dominada por la otra y en la fusión cada
una de ellas preserva su personalidad y sus programas de
acción política.

La fusión de ambos ministerios en uno solo no significa
la desaparición de ninguna de sus políticas generales; al
contrario; además de producir, en nuestra opinión, una ma-
yor racionalidad administrativa, una más adecuada homo-
geneidad competencial y un menor gasto público, unifi-
cará en una estrategia común toda la política del Gobierno
en torno a tres cuestiones básicas: el empleo, la protección
social y la iniciativa solidaria.

Señorías, creo que al menos en una cuestión estaremos
todos absolutamente de acuerdo: el primer problema que
tiene planteado hoy la sociedad española es el problema
del empleo. Es verdad que no es un problema específica-
mente español y que la Unión Europea y todo el planeta, en
su conjunto, sufren asimismo sus consecuencias; pero tam-
bién es cierto que España vive más dramáticamente que la
mayoría de los países europeos la persistencia de un ele-
vado índice de desempleo, que manifiesta una particular
resistencia a reducirse significativamente, incluso en épo-
cas de crecimiento económico. No es gratuito recordar
que, lamentablemente, Europa sigue manteniendo el ín-
dice de paro más elevado de la Unión Europea, con una
tasa de ocupación que no alcanza el 40 por ciento. Dupli-
camos a la Unión Europea en tasa de paro y casi triplica-
mos la media de los países de la OCDE.

La temporalidad en el empleo afecta a uno de cada tres
ocupados; uno de cada dos parados lo es de larga duración;
el paro femenino está por encima del 30 por ciento, y el
paro juvenil rebasa el límite del 40 por ciento. En un mi-
llón de hogares españoles todos sus miembros están de-
sempleados.

La creación de empleo estable no es sólo un objetivo
del Gobierno que preside José María Aznar, sino que me
atrevería a significar que es la obsesión de ese Gobierno.

Su Presidente, José María Aznar, en el discurso de investi-
dura ya señaló que el principal objetivo de la política eco-
nómica y social es la creación de empleo.

Conseguir un modelo de crecimiento económico que
sea capaz de generar empleo estable, garantizar el bienes-
tar social y profundizar en una sociedad solidaria es la
prioridad fundamental del Gobierno y muy específica-
mente la tarea del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les. La solidaridad es una palabra que viene siendo utili-
zada tan frecuentemente que, a veces, pierde su sentido
esencial. La solidaridad es un valor que puede ser enten-
dido de diferentes modos. No hay una única manera de ser
solidarios, como querrían algunos dogmáticos. En todas
las actuaciones del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les quiero imprimir un sentido activo a la solidaridad. Ser
solidario no consiste en mantener al otro en una situación
de dependencia, sino procurar que salga de ella y adquiera
la autonomía precisa para afrontar la vida con dignidad.

Creo que en las actuales circunstancias de la vida espa-
ñola tan solidario es mantener el nivel de las prestaciones
sociales como promover activamente la creación de em-
pleo. Es más, estoy convencido, señorías, de que la mejor
política social es aquella que crea efectivamente empleo
estable. El paro no es simplemente un problema econó-
mico y social; no es una cifra inscrita en una relación esta-
dística; el paro significa, de hecho, un sufrimiento personal
y familiar para muchísimos españoles y españolas.

Podremos reducir las consecuencias económicas y so-
ciales de ese sufrimiento mediante las prestaciones por de-
sempleo, pero no podremos eliminar las sensaciones de
fracaso y marginación que produce el paro. Por ello, la me-
jor salida para una situación de paro nunca será la autosa-
tisfacción de la prestación, por necesaria que ésta sea, sino
un puesto de trabajo digno y estable.

En esta dirección, el Gobierno y el Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales aceptarán toda sugerencia, venga
de donde venga, sin apriorismos estériles o sectarios. No
cabe duda de que el mundo vive la peor crisis de empleo
desde los años 30. Más de 900 millones de trabajadores es-
tán en paro o subempleados; las instituciones democráticas
y la cohesión social sufren por esta causa presiones que la
encaminan hacia el desequilibrio. Europa, que tuvo una
baja tasa de paro tras la Segunda Guerra Mundial, subió
hasta el 12 por ciento en estos últimos años y entre sus pa-
rados una elevada proporción lo son de larga duración. Eu-
ropa es hoy una sociedad con 18 millones de parados, con
54 millones de ciudadanos que viven en la pobreza y en la
que uno de cada cinco jóvenes tarda dos años en acceder al
trabajo.

La economía, señorías, es ya una realidad mundial in-
ternacionalizada y las empresas deberían tener muy pre-
sente el factor sobrevenido de una competencia, no ya re-
gional, sino global. No creo que el mejor mercado laboral
de los posibles sea aquel en que el único principio rector de
las acciones se articule en torno a la competencia, sin más,
dejada en estado salvaje. Esa posibilidad no sólo no está
contemplada en nuestra Constitución, sino que va en con-
tra de las reflexiones europeas realizadas, de manera con-
junta, desde la firma del Tratado de Maastricht. Como co-
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nocen SS. SS., los cinco puntos estratégicos establecidos
en la cumbre de Essen están siendo aplicados en los planes
elaborados por los Estados miembros de la Unión Europea
y los seguiremos desarrollando con toda intensidad desde
este Gobierno.

En ese sentido, ya les anticipo cinco líneas básicas en
las que profundizaremos. Primera, el fomento de las inver-
siones en formación profesional. Segunda, el aumento de
la intensidad de creación de empleo a partir del creci-
miento mediante una organización más flexible del tra-
bajo, una política salarial que propicie inversiones genera-
doras de empleo, e iniciativas de empleo en nuevas áreas,
como medio ambiente y servicios sociales. Tercera, la re-
ducción de costes salariales accesorios, de modo que se fa-
vorezca la contratación, en especial, de los trabajadores no
cualificados. Cuarta, el mayor incremento de las medidas
de políticas activas de creación de empleo, y quinta, el re-
forzamiento de las medidas en favor de los grupos particu-
larmente afectados por el desempleo. Estas líneas creo que
constituyen la columna vertebral de la estrategia común
europea en la lucha contra el desempleo.

El pasado 28 de abril el Presidente de la Comisión Euro-
pea proponía un pacto de confianza para el empleo y defi-
nía que el mayor riesgo ante la situación que sufre Europa
es no hacer nada. El señor Santer aducía como causas de la
tardanza en la solución del problemas del empleo que no se
han movilizado todos los actores que debieran y que falta
audacia en la soluciones diseñadas. Ciertamente, Europa
dispone de una sólida base científica y tecnológica, un ele-
vado nivel de educación y un sistema político estable, pero
para el proyecto de una sociedad europea que afronta ya los
retos del siglo XXI debemos resolver el problema del em-
pleo, y uno de sus pilares tiene que ser la modernización del
mercado laboral. Creo firmemente que el modelo social es-
pañol tiene que conseguir que el progreso económico y el
progreso social sean dos caras del mismo modelo de desa-
rrollo y que, por ello, logremos integrar la realidad de la
competitividad con la exigencia de la solidaridad.

La estrategia general del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales en materia de creación de empleo irá encami-
nada a la unificación de esos dos grandes criterios o con-
ceptos. Para que ello pueda tener lugar es imprescindible
recuperar el diálogo social como fórmula permanente de
contraste de pareceres. Este Gobierno y este Ministerio
han dado ya pruebas evidentes de su voluntad en este sen-
tido, y ya se han constituido varias mesas para estudiar y
afrontar los problemas que obstaculizan la creación de em-
pleo en España.

He de decir también con toda claridad que este Go-
bierno y este Ministerio están haciendo frente a sus res-
ponsabilidades desde el primer momento. Si este diálogo,
establecido en algunas facetas entre sindicatos y empresa-
rios, no produce los frutos deseados en un tiempo razona-
ble, Gobierno y Ministerio seguirán haciendo frente a sus
responsabilidades en la dirección que consideren más ade-
cuada para la defensa de los intereses generales de todos
los ciudadanos; y si fracasaran los acuerdos bilaterales, el
Gobierno, por supuesto, mantendrá diálogo con los sindi-
catos y empresarios sobre las propuestas que formulen.

Como saben SS. SS., el Gobierno y las organizaciones
empresariales y sindicales aceptaron el pasado 28 de mayo
la formalización de una serie de mesas que concretan el
diálogo social iniciado. Tres de ellos son trilaterales y de-
dican sus esfuerzos a la seguridad y salud en el trabajo, a la
solución extrajudicial de los conflictos laborales y a la uti-
lización e impulso de la formación profesional. Asimismo,
se han puesto en marcha mesas bilaterales para el trata-
miento del plan de empleo rural y el debate y análisis en
torno al sector público empresarial.

Ayer mismo el Gobierno ha iniciado conversacioes con
empresarios y sindicatos para que, simultáneamente a los
trabajos parlamentarios previstos, puedan contribuir al de-
sarrollo de las 15 recomendaciones previstas en el Pacto de
Toledo, Pacto al que me referiré nuevamente más adelante.
es decir, señorías, que el Gobierno espera frutos fecundos
de este diálogo abierto sobre el mercado de trabajo entre
empresarios y sindicatos, que seremos muy receptivos a
los posibles pactos que se puedan alcanzar y que no toma-
remos la iniciativa sobre la reforma del mercado laboral
sin contar con el resultado de ese diálogo social y con la
opinión de los sindicatos y empresarios. Creo que, por ne-
cesaria que fuera una reforma unilateral de las relaciones
laborales, sin los acuerdos sociales suficientes no conse-
guiría totalmente las metas deseadas o, en todo caso, mer-
maría sus objetivos si no existiera ese diálogo social in-
tenso.

Las orientaciones y medidas que se propone poner en
marcha este Ministerio quieren hacer frente a dos divisio-
nes objetivas que se dan hoy en la población española.
Hasta hace pocos años la división esencial en la población
española se daba entre los que trabajaban y los que no tra-
bajaban. Ahora, en la existente, se da otra división: los que
tienen empleo estable y los que disponen de un empleo
precario. Supeditadas al diálogo social permanente, las re-
formas estructurales que el Gobierno tiene el propósito de
llevar a cabo están encaminadas al cumplimiento de los si-
guientes objetivos. En primer lugar, favorecer la acción de
las empresas, creando un marco en el que se pueda cumplir
un papel esencial en una economía productiva, maximi-
zando su potencial de creación de empleo. En segundo lu-
gar, vamos a estimular la inversión y a incrementar los re-
cursos destinados a la investigación y desarrollo y a desa-
rrollar decididamente la formación profesional. Nos pro-
ponemos asimismo desarrollar un marco jurídico estable
que elimine la falta de confianza que penaliza, de hecho, la
creación de empleo. En cuarto lugar, apoyaremos firme-
mente a las pequeñas y medianas empresas, de las que de-
pende la creación de la mayor parte del empleo en nuestra
economía, mediante la mejora de su tratamiento adminis-
trativo, financiero y fiscal, y en esta dirección, señorías, ya
han ido algunas de las medidas contenidas en el decreto-
ley aprobado por el Gobierno en Consejo de Ministros el
pasado 7 de junio, que se refiere al plan sobre el fomento
del empleo y liberalización de la economía.

Vamos a actualizar el programa nacional de formación
profesional. Pretendemos modificar los programas anuales
de fomento de empleo, orientándolos claramente hacia la
creación de empleo estable. Nos proponemos transformar
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el contrato de aprendizaje y el de prácticas, para convertir-
los en instrumentos que reúnan, realmente, el trabajo y la
formación profesional efectiva, si bien no tomaremos la
iniciativa mientras se desarrolla el diálogo social en sus di-
ferentes mesas. Tenemos preparadas las modificaciones le-
gales que afectan a estos contratos, pero insisto en que no
las presentaremos mientras no se den a conocer o termine
el diálogo entre sindicatos y empresarios sobre el diagnós-
tico y análisis del funcionamiento del mercado de trabajo.

Por último, pretendemos agilizar las relaciones labora-
les aplicando, entre otras medidas, el acuerdo de solución
extrajudicial de los conflictos alcanzado recientemente en-
tre los interlocutores sociales. Además, mi departamento
tiene la intención de trabajar en una serie de líneas especí-
ficas dirigidas a la mejora de las condiciones para la crea-
ción de empleo. Entre ellas, quiero destacar las siguientes:
la voluntad de reducir el excesivo número de modalidades
de contratación hoy existentes; la renovación de las políti-
cas activas de formación continua, en parte sujetas a los
pactos de investidura y gobernabilidad; el fomento de la
contratación estable, especialmente en el caso de los para-
dos de larga duración y mayores de 45 años, que ya ha te-
nido desarrollo parcial inicial en el decreto-ley aprobado
por el Consejo de Ministros, que incluye a los discapacita-
dos en su ámbito de aplicación. En este momento, el Go-
bierno trabaja en una serie de medidas que afectan a la
contratación aplicada a jóvenes y mujeres. Queremos pro-
piciar una política salarial que relacione incrementos sala-
riales con productividad, y estudiaremos la reducción pro-
gresiva de los costes no salariales del trabajo, priorizando
los empleos de baja cualificación y los sectores de activi-
dad más intensivos en mano de obra. Reforzaremos la co-
nexión empresa-formación e incentivaremos la formación
permanente en las empresas.

Señorías, en lo que hace referencia a lo que se conoce
como el Plan de Empleo Rural, quiero decir con toda clari-
dad que somos partidarios de su mantenimiento, y en ese
sentido se ha expresado tanto este Ministro como el Presi-
dente del Gobierno. En este sentido hemos tomado ya al-
gunas medidas que plantean su aplicación más efectiva
para 1996 y, desde luego, nos proponemos introducir mo-
dificaciones que lo vinculen más a las políticas activas de
creación de empleo, que lo vinculen más a la formación,
pero siempre vamos a plantear estas modificaciones en el
marco del diálogo específico con los agentes sociales y en
combinación con los exigibles planes de desarrollo rural
de las comunidades autónomas afectadas. Tengo que decir
también que el Gobierno no se plantea la modificación de
lo que se conoce como sistema PER sin oír las opiniones,
como es lógico, de las comunidades autónomas afectadas.

Señorías, la mejora del Plan de Empleo Rural evitará
efectos negativos que ha supuesto su aplicación para An-
dalucía y Extremadura, precisamente dos de las comunida-
des autónomas españolas más alejadas de las medias que
ponderan la riqueza y el bienestar en España y en Europa.
Asimismo, pretendemos con la modernización del Plan de
Empleo Rural la dignificación de todo el colectivo de tra-
bajadores afectado por sus medidas. La aplicación reali-
zada hasta ahora de este plan ha conducido a casos deter-

minados de fraude, conocidos por todos, y que han con-
vulsionado el mundo rural andaluz y extremeño. Como
también es verdad que la gestión de los fondos destinados
al Plan de Empleo Rural ha supuesto, de hecho, en ocasio-
nes una peligrosa transgresión de la neutralidad política
exigible, que debe tratar a todos los ciudadanos por igual,
independientemente de sus creencias y actitudes políticas.
Este Gobierno se propone analizar a fondo el actual sis-
tema, origen de frecuentes irregularidades, y quiere devol-
ver la neutralidad política a la gestión de unos fondos que
tienen como objetivos prioritarios mantener o complemen-
tar rentas rurales en Andalucía y propiciar en estas comu-
nidades la mejora de sus infraestructuras.

Respecto al Instituto Nacional Empleo, quiero decir
que mi pretensión es que, de una vez por todas, se trans-
forme en un organismo centrado en las políticas activas de
formación y empleo, estableciendo convenios de coopera-
ción con el sector privado y con los sindicatos. Queremos
extender un sistema de información y orientación profe-
sional a todos los parados registrados en las oficinas de
empleo, dando prioridad en este tratamiento a los mayores
de cuarenta y cinco años.

Deseamos, señorías, culminar los procesos de estudio
sobre la ubicación definitiva de las prestaciones por de-
sempleo en el Instituto Nacional de la Seguridad Social. Es
nuestro propósito vincular, como es natural y exigible, el
cobro de las prestaciones a la realización de cursos de for-
mación, a la disponibilidad de parados para aceptar un em-
pleo adecuado a sus características profesionales y a su
propia situación económica, con el fin de promover e im-
pulsar su reinserción en el mercado laboral. Paralelamente,
el propio Gobierno se propondrá las acciones que estime
necesarias para facilitar la reorientación y la recalificación
profesional de los que sufren una situación de desempleo.

En virtud de los pactos de investidura alcanzados y en
virtud de nuestra convicción política, mi departamento
emprenderá el traspaso de los servicios de colocación del
Inem y de las políticas activas de empleo; asimismo, cofi-
nanciará, junto con el Gobierno de Canarias, el plan inte-
gral de empleo para esta comunidad, siempre en el marco
de las condiciones de convergencia del Tratado de Maas-
tricht.

Igualmente, se garantizará la participación de las comu-
nidades autónomas en el Consejo General de la Formación
Profesional. Los pactos suscritos prevén, además, la regu-
lación de la formación ocupacional por parte de la Genera-
lidad en el marco del programa de formación profesional a
nivel estatal y sin menoscabo de la plena integración en los
sistemas de empleo.

Mi departamento cumplirá escrupulosamente todos los
acuerdos suscritos en su momento y que son conocidos
como pacto de investidura y gobernabilidad. Y también
quiero decirles que, independientemente de esos acuerdos,
ya hemos iniciado conversaciones con el conjunto de co-
munidades autónomas, muy especialmente para analizar el
posible traspaso de las políticas activas de empleo.

El Ministerio en un breve plazo, probablemente a lo
largo del mes de julio (ya saben ustedes que está constituida
la Conferencia Sectorial de Mujeres y de Asuntos Socia-
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les), tiene previsto que se constituya la conferencia secto-
rial laboral dentro del departamento para analizar cuestio-
nes que afectan al conjunto de las comunidades autónomas.

Hasta este momento, señorías, he analizado somera-
mente cuál es la situación del empleo en nuestro país y
cuáles son las líneas políticas esenciales en las que se apo-
yará la acción de este Ministerio; voy a señalar ahora algu-
nas iniciativas legislativas que van a ocupar de manera in-
mediata el interés de este departamento.

El Gobierno, de acuerdo con los resultados del diálogo
social, procederá al desarrollo reglamentario de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales. Pretende, además, ela-
borar un anteproyecto de ley de ordenación de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social que adapte la vigente
ley a la actual estructura del Estado y a la creciente com-
plejidad del sistema de protección social, proporcionando
plena cobertura legal a las actuaciones del cuerpo de con-
troladores laborales.

También está en estudio el proyecto de real decreto so-
bre asistencia sanitaria a emigrantes españoles, trabajado-
res por cuenta propia y familiares, así como el antepro-
yecto de ley de disolución de los fondos de promoción de
empleo, que será consultado con los agentes sociales.

Se estudia actualmente el anteproyecto de la ley general
de cooperativas, que tiene por finalidad principal la pro-
moción de empleo y un proyecto de regulación de las fun-
daciones laborales.

Igualmente, analizamos un proyecto de real decreto re-
gulador de la composición de la comisión nacional de se-
guridad y salud en el trabajo, la culminación del proceso
de sustitución de las derogadas ordenanzas laborales y la
elaboración de un proyecto de ley, previamente consen-
suado con organizaciones empresariales y sindicales, so-
bre un asunto que tenía muy avanzado el anterior titular del
departamento sobre derecho de información y consulta de
los trabajadores en las empresas y grupos de empresas de
dimensión comunitaria.

Voy a exponer, señorías, a continuación, lo que consti-
tuye el núcleo fundamental de la política del Gobierno res-
pecto al sistema de protección social.

Existe un pacto constitucional, por la solidaridad y el
bienestar general recogido en los capítulos II y III de la
Constitución, y muy especialmente expuestos en los ar-
tículos 27, 41 y 50. Como saben SS. SS., la Constitución
española consagra un sistema de protección social, además
de una educación y una sanidad gratuitas y universales.

A pesar de tantas intencionadas insinuaciones electora-
les y a pesar del persistente cultivo de la sospecha política
que han desarrollado algunos grupos de la oposición, el
Gobierno y este ministerio afirman una vez más que, no
sólo no van a renunciar al mantenimiento de lo ya estable-
cido, sino que se comprometen con la mejora del acuerdo
de solidaridad de base constitucional. Y quiero aprovechar
este momento para pedir, si es posible, que nunca más se
pongan en cuestión principios y normas que configuran el
sistema de convivencia ya asentado, afortunadamente, en-
tre todos los españoles.

En orden al cumplimiento de este gran objetivo general,
este Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales se propone

actuar en tres frentes bien definidos: primero, consolida-
ción del actual Sistema de Seguridad Social, según las di-
rectrices aprobadas en el Parlamento. Segundo, desarrollo
íntegro de las recomendaciones del Pacto de Toledo, con el
apoyo parlamentario necesario y la colaboración de los
agentes sociales. Tercero, garantía, ya expresada por el
Presidente del Gobierno en su discurso de investidura, de
mantener el poder adquisitivo de las pensiones.

La actual situación de la Seguridad Social invita, seño-
rías, a una serena preocupación, debido, sobre todo, a sus
actuales mecanismos de financiación. No obstante, creo
que sus actuales problemas pueden ser superados si las
fuerzas políticas y sociales mantienen el consenso necesa-
rio para articular el contenido de las reformas diseñadas en
el Pacto de Toledo.

En esta dirección, el Gobierno propiciará la mejora y
adaptación de la Seguridad Social mediante la separación
y clasificación de sus fuentes de financiación, de forma
que las cotizaciones sufraguen las prestaciones contributi-
vas y sean financiadas con cargo a los presupuestos gene-
rales del Estado las prestaciones no contributivas y univer-
sales.

Pretendemos, asimismo, flexibilizar la edad de jubila-
ción con carácter voluntario; las mejoras de las bases de
cotización; desarrollar técnicas de cálculo de las pensiones
contributivas que permitan en el futuro que similares es-
fuerzos de cotización alcancen prestaciones equivalentes
en orden a la equidad del sistema; incentivar los sistemas
complementarios de pensiones, que figuran expresamente
mencionados en la Constitución; la formación de reservas
que permitan mantener el equilibrio del sistema contribu-
tivo; la lucha contra el fraude y la morosidad, de lo que ya
hemos dado prueba reciente, y la mejora de los mecanis-
mos de gestión del sistema en su conjunto.

Naturalmente, mantendremos el poder adquisitivo de
las pensiones; haremos un esfuerzo por simplificar e inte-
grar los regímenes especiales, así como por modificar su
financiación y seguiremos analizando y siguiendo la evo-
lución del sistema en su conjunto, en estrecho contacto con
los grupos parlamentarios y los agentes sociales.

Asimismo, mejoraremos de manera selectiva, teniendo
en cuenta las disponibilidades económicas del sistema, la
situación de determinados colectivos en mayor medida
desfavorecidos.

Desde un punto de vista legislativo, entre las medidas
que, de manera más inmediata, van a ser adoptadas por
este Ministerio, figura el desarrollo del real decreto por el
que se regula el registro de prestaciones sociales públicas,
que permitirá la interrelación y el tratamiento automati-
zado de toda la información relacionada con prestaciones
sociales públicas. Tenemos en estudio medidas inmediatas
contra la morosidad pública y privada. No parece sensato,
ni conveniente, que la deuda que mantienen las adminis-
traciones públicas y las entidades privadas con la Seguri-
dad Social supere los presupuestos de la mayoría de las co-
munidades autónomas españolas. Entre todas las adminis-
traciones públicas deben a la tesorería de la Seguridad So-
cial una cantidad superior al cuarto de billón de pesetas.
Las entidades privadas, por su parte, adeudan a la misma
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más de un billón de pesetas, si bien 500.000 de éstos están
provisionados en los presupuestos como fallidos.

Una situación así, en nuestra opinión, es sencillamente
inadmisible y este Ministerio va a acometer en un plazo
corto de tiempo medidas que concluyan con determinadas
irresponsabilidades, que han dado origen a un endeuda-
miento que debilita el conjunto del Sistema de Seguridad
Social, si bien estas medidas, como es lógico, también que-
remos tratarlas en el seno de la discusión de los Pactos de
Toledo con los grupos parlamentarios y con los agentes so-
ciales.

Quiero decirles que, también en el ámbito de la Seguri-
dad Social, se van a seguir desarrollando una serie de pro-
gramas que básicamente estaban puestos en marcha por la
anterior etapa y que nos parece que son de mucha eficacia.
Creemos que el programa Icaro logrará una mayor inme-
diatez y seguridad en el reconocimiento de las pensiones.
Mediante el programa de gestión telefónica aproximare-
mos los servicios del Instituto Nacional de la Seguridad
Social a los ciudadanos. Mediante el programa TASS, que
sustituirá la tarjeta actual conformando una tarjeta única de
Seguridad Social, queremos mantener ese proyecto de tar-
jeta única, tan querido en la anterior etapa, si bien nos pa-
recen imprescindibles las negociaciones oportunas con las
comunidades autónomas y con el Ministerio de Sanidad.

Voy, señorías, a ocuparme ahora del tercer gran núcleo
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Como dije al
principio de mi intervención, que dos ministerios se fusio-
nen no significa que desaparezcan sus políticas, y éste es el
caso claro del área de Asuntos Sociales. Queremos cami-
nar hacia una sociedad solidaria, pero, como ya expresé en
la parte de mi intervención referente al empleo, en mi con-
cepción de la solidaridad priman sus aspectos activos so-
bre sus aspectos pasivos. Una política de solidaridad debe
girar, a mi entender, sobre tres ejes básicos. Primero, hay
que propiciar, animar, impulsar y favorecer las iniciativas
de solidaridad que surgen dentro de la propia sociedad con
el menor intervencionismo del Estado. Segundo, hay que
reflexionar sobre un comprobado fenómeno: las políticas
pasivas de solidaridad, aunque mitigan el dolor social, no
avanzan suficientemente hacia la desaparición de sus cau-
sas. Tercero, queremos potenciar también en este campo el
diálogo concreto y fluido con las organizaciones no guber-
namentales a las que consideramos junto con otras asocia-
ciones instrumentos idóneos para el desarrollo y la gestión
de las políticas de solidaridad. En esta dirección el Minis-
terio quiere potenciar el voluntariado social. El volunta-
riado, señorías, está siendo, sin duda, una gran fuerza de
futuro en nuestro país. Desde este Ministerio vamos a esti-
mular la creación y consolidación de asociaciones, funda-
ciones, ONG y entidades sin ánimo de lucro que proyecten
programas que incluyan el voluntariado social. Pretende-
mos poner en marcha un plan nacional de apoyo y fomento
del voluntariado social que permita el ejercicio de la soli-
daridad activa, en especial de los jóvenes, de modo que les
capacite para el mejor desarrollo de sus fines y objetivos
sociales, y, al mismo tiempo, vamos a exigir decidida-
mente el cumplimiento escrupuloso de los fines que se fije
cada organización o asociación, de modo que se evite el

derrame de un dinero público que finalmente no es utili-
zado para resolver los problemas originarios.

Señorías, hace ya años que en este país no se habla en
profundidad de la familia. En España no se ha apoyado su-
ficientemente a la familia. El informe de la Comisión sobre
Protección Social en Europa 1995 refleja con claridad que
España es uno de los países junto con Grecia que menor
apoyo ha prestado a su política familiar —un 0,2 por
ciento sobre el PIB frente a un 3,3 por ciento de Dina-
marca, un 2,6 por ciento del Reino Unido o un 2,4 por
ciento de Francia—. Desde este Ministerio vamos a apoyar
y coordinar las políticas activas en favor de la familia que
eviten el desarraigo familiar de nuestros mayores, que fa-
ciliten la formación profesional de las personas que aban-
donaron su trabajo por atender cargas familiares y que ten-
gan en cuenta el número de miembros que componen la
unidad familiar en una serie de medidas, también en los ta-
maños de las viviendas de protección oficial. Asimismo,
colaboraremos en la consecución de un sistema de garantía
de pago de las pensiones establecidas por sentencia judi-
cial en caso de separación o divorcio cuando haya carencia
de recursos en el cónyuge que tiene los hijos a su cargo y
colaboraremos en la tarea de disminuir las trabas que difi-
cultan la adopción y solución de los problemas de los me-
nores afectados.

Una sociedad solidaria no puede, señorías, dar la es-
palda al problema de la droga que en sus diversas modali-
dades, viejas y nuevas sustancias, y en nuestro país lleva
años adquiriendo niveles alarmantes. Este Ministerio, en el
ámbito estricto de sus competencias, se propone impulsar
campañas decididamente preventivas para fomentar el re-
chazo de la droga y desarrollará programas de rehabilita-
ción y ayuda a los drogodependientes. Tenemos que hacer
frente a la prevención del consumo de drogas de síntesis
que está incrementándose a un ritmo muy acelerado entre
los sectores más jóvenes de la población. Del mismo
modo, especialmente en materia de drogodependencias,
continuaremos las políticas de protección eficaz de los me-
nores, que son —no puede olvidarse— sujetos de dere-
chos, en cuanto a programaciones televisivas y campañas
publicitarias que no sólo propician actitudes desequilibra-
das en los menores, sino que, a veces, anulan en ellos la re-
ceptividad a los valores propios del sistema democrático.

Una de nuestras inquietudes la constituyen los jóvenes
tutelados que, al alcanzar la mayoría de edad, quedan des-
protegidos y sin una cualificación profesional para hacer
frente a una vida autónoma.

Asimismo continuaremos apoyando las medidas que
favorezcan la atención de los derechos de nuestros mayo-
res, especialmente en el ámbito de la sanidad y los servi-
cios sociales específicos, en coordinación con el movi-
miento de voluntariado social.

Como saben SS. SS., las mujeres españolas son, consti-
tucional, teórica y legalmente iguales, que los hombres,
pero, en la práctica, como todo el mundo sabe, son menos
iguales. Por tanto, no se trata tanto de un problema de re-
conocimiento legal —sí tendríamos mucho que hablar en
los ámbitos reglamentarios—, sino de consideraciones ge-
nerales y etéreas. Se trata de asegurar esa igualdad con me-
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nos retórica, con más efectividad. Se trata de que hablemos
de igualdad de hecho y no solamente de igualdad de dere-
cho. Las mujeres españolas soportan hoy una tasa de paro
doble que la tasa de los varones, más aún entre las mujeres
jóvenes. Sigue sin erradicarse culturalmente el sexismo y
sin solucionarse los problemas derivados de las discrimi-
naciones salariales y profesionales. Siguen siendo poster-
gadas laboralmente por su condición de madre o conti-
núan, como esbocé hace un momento, sin respetarse en al-
gunos casos sus derechos legales en el caso del pago de las
pensiones alimenticias fijadas en casos de separación o di-
vorcio en sentencias judiciales. Vamos a adoptar medidas
conducentes a la mejora del acceso de la mujer al mundo
laboral, vamos a incrementar la capacitación técnica y pro-
fesional de las mujeres en las zonas rurales, y permítanme
que les diga que en el caso de las políticas de igualdad en
relación con la mujer vamos a prestar especial atención a la
mujer en el ámbito rural que es donde creemos que se pro-
ducen las mayores discriminaciones y las mayores desi-
gualdades.

La juventud está siendo duramente castigada por los
cambios operados en la sociedad europea y española. In-
cluso el propio Presidente de la Comisión Europea, el se-
ñor Santer, se ha hecho eco recientemente de este pro-
blema que conduce a la autoconsideración de las genera-
ciones jóvenes como generaciones sacrificadas. La acción
del Ministerio respecto a los jóvenes tendrá tres ejes prin-
cipales: primero, promover eficazmente su incorporación
al mundo laboral —ya he dicho que reformaremos las mo-
dalidades de contrato que les afectan especialmente en
consonancia con los resultados del diálogo social— impul-
sando la calidad y el prestigio de la formación profesional;
segundo, potenciando los programas de empresa joven que
desarrollen sus capacidades empresariales, y, tercero, ani-
mando su incorporación al voluntariado social como ele-
mento enriquecedor de la sociedad solidaria.

Quiero referirme ahora a las personas que tienen algún
grado de minusvalía. Siendo como son ciudadanos iguales
en derecho y deberes, este Ministerio quiere posibilitar que
la libertad y la igualdad que exigen sean reales y efectivas.
Para ello apoyaremos las fundaciones e iniciativas sociales
en este sentido y pondremos en marcha las actuaciones di-
rigidas a su integración laboral mediante la exigencia del
cumplimiento de medidas ya existentes, la educación inte-
grada suficientemente dotada y la supresión de las barreras
que obstaculizan su integración global. Todo ello tiene que
estar inscrito en una política coordinada entre todas las ad-
ministraciones públicas, coordinada también con las aso-
ciaciones e iniciativas sociales y enmarcada en los progra-
mas de la Unión Europea.

España, señorías, ha dejado de ser un país de emigra-
ción, pero todavía hay muchos españoles de primera y se-
gunda generación que residen fuera de nuestro país. Este
Ministerio quiere mantener una política de apoyo a los
emigrantes españoles en el extranjero, posibilitando el
mantenimiento de sus vínculos con su tierra de origen. Es-
paña es asimismo un país receptor de inmigrantes que fre-
cuentemente terminan por formar parte de la marginación
social que desgraciadamente padecemos. Queremos pro-

mover la aplicación del convenio de Schengen en el marco
de la política europea de inmigración. Intensificaremos la
colaboración con el Acnur y estableceremos convenios
con las ONG especializadas para aplicar los mecanismos
de inserción social y de alojamiento para los acogidos.

Quiero referirme ahora especialmente a la minoría gi-
tana. Procedo de una tierra, la andaluza, que ha compren-
dido claramente la aportación cultural y estética que ha he-
cho el pueblo gitano, a pesar de haber sufrido persecucio-
nes seculares e incomprensiones que todavía hoy perdu-
ran. Señorías, los derechos de los ciudadanos de raza gi-
tana son los mismos que los de todos los españoles. Me pa-
rece incluso ofensivo tener que hablar de este modo a
punto de entrar en el siglo XXI. Tengo el firme propósito
en el marco de mis competencias de considerar especial-
mente la integración social y la promoción de esta parte de
la ciudadanía española.

Quiero ahora esbozar brevemente, y voy terminando,
señor Presidente, las medidas de índole legislativa o nor-
mativa que este Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
tiene en estudio en estos momentos referidas a la última
parte de mi intervención.

El Gobierno tiene en estudio el anteproyecto de ley de
asociaciones en el que colabora este Ministerio y que debe
actualizar la regulación en esta materia que data de 1964 y
cuyo contenido está implícitamente derogado por la Cons-
titución. Igualmente está en fase de estudio el proyecto de
real decreto-ley elaborado en la legislatura anterior por el
que se crea el Consejo estatal de organizaciones no guber-
namentales de bienestar social. Vamos a estudiar el plan
gerontológico de acuerdo con las comunidades autónomas
y modificaremos el real decreto de Constitución del Con-
sejo estatal de mayores. Asimismo, estudiamos la elabora-
ción de un anteproyecto de ley de protección jurídica de
los derechos de las personas mayores. Presentaremos el
plan de acción integral para personas discapacitadas. Ela-
boraremos el plan nacional de apoyo y fomento del volun-
tariado social, que se articulará como un instrumento de la
solidaridad y del compromiso de los jóvenes para partici-
par en la sociedad civil, y queremos fomentar el trabajo
voluntario en el seno de las ONG y destinar recursos para
la cofinanciación de proyectos. Estudiamos el texto, ya
elaborado, de anteproyecto de ley penal juvenil. Elabora-
remos de manera inmediata el tercer plan para la igualdad
de oportunidades de las mujeres, para el que solicitaremos
compromisos de todos los ministerios, y ejecutaremos los
compromisos contraídos en la IV Conferencia Mundial de
Naciones Unidas sobre la Mujer celebrada el año pasado
en Pekín. En este sentido, ya anticipo a SS. SS. que he so-
licitado comparecer en la Comisión Mixta Congreso-Se-
nado.

A pesar de que tengo expresa conciencia de que esta ex-
posición ha sido larga, comprendan SS. SS. que son mu-
chas las materias a tratar y que, a pesar del esfuerzo de sín-
tesis, hay muchas de ellas que deberían ser ampliadas en
sucesivas comparecencias en el ámbito parlamentario.

Quiero terminar parafraseando las palabras de un pen-
sador español que consideraba una obra de misericordia no
escribir libros inútiles. Espero que esa misma misericordia

– 478 –

COMISIONES 19 DE JUNIO DE 1996.–NÚM. 30



pueda ser aplicada a los discursos parlamentarios. He pre-
tendido definir las ideas fundamentales que van a inspirar
mi acción al frente de este Ministerio y tengo la esperanza
de que este esfuerzo de explicación no haya sido inútil.
Siempre he pensado que no sólo se gobierna desde el Go-
bierno, sino que también un buen gobierno es reflejo de
una buena oposición. Espero de SS. SS. la crítica necesa-
ria, el control responsable de la acción de nuestro Ministe-
rio y del conjunto del Gobierno y les quiero anticipar que
no tengo otro objetivo político que impulsar unas líneas
programáticas que logren, como decía al principio, la crea-
ción de empleo estable, la mejora del bienestar general de
los ciudadanos y el camino incesante hacia una sociedad
solidaria en el seno de una nueva Europa que mantenga vi-
vas sus mejores aportaciones culturales y morales. Espero
de SS. SS., como les decía, la crítica necesaria, el control
necesario y también, cómo no, la ayuda necesaria para el
trabajo del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

El señor PRESIDENTE: A continuación tienen la pa-
labra los portavoces de los grupos parlamentarios que así
lo soliciten. En primer lugar, y siguiendo las normas de
funcionamiento, intervendrá el portavoz del Grupo Parla-
mentario Socialista, que ha solicitado la comparecencia, a
continuación, el portavoz del Grupo Parlamentario de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya y después el resto
de los grupos, que lo harán siguiendo el orden de menor a
mayor.

Tiene la palabra el portavoz del Grupo Socialista, señor
Griñán.

El señor GRIÑAN MARTINEZ: Señor Ministro, le
damos nuestra más cordial bienvenida. Le agradezco per-
sonalmente también las palabras que ha tenido para con
sus antecesores. Quiero devolverle el cumplido diciendo,
también públicamente, que se ha portado usted como una
persona de bien con las personas que estuvieron antes en la
responsabilidad del departamento. Por esa razón y por mu-
chas otras le diré que la crítica la haremos siempre sin que
afecte para nada a las relaciones personales, en el respeto a
las personas y a las ideas, pero, claro, defendiendo las
nuestras propias.

Colaboraremos también en los objetivos fundamentales
que ha planteado usted en su intervención: crear empleo,
mantener el sistema de solidaridad, en definitiva, cumpli-
miento del artículo 9 de la Constitución para conseguir que
las libertades que están escritas en el texto constitucional
sean reales y efectivas. En esa línea sin duda va a tener
aritmética parlamentaria y colaboración del Grupo Socia-
lista.

Permítame, sin embargo, que le manifieste un cierto es-
ceptismo por mi parte y también por parte de mi grupo, no
por lo que usted ha dicho, sino por el Gobierno del que
forma parte, por las cosas que oímos de personas que for-
man parte de la estructura de su Gobierno y por algunas
decisiones que ya ha tomado el Gobierno.

La semana pasada leíamos en «The Times» la siguiente
frase: El Gobierno conservador de José María Aznar ha
aprobado un paquete de medidas para tratar de liberalizar

la economía. Las medidas de ayer han sido calificadas de
adiós a la democracia social. Como era previsible, han pro-
vocado protestas sindicales y oposición sindicalista. No
obstante, los empresarios son todo alabanzas hacia estas
medidas.

He preferido utilizar el testimonio imparcial de alguien
ajeno a nuestra realidad para ver cómo un diario británico
califica las primeras decisiones que va tomando este Go-
bierno. Porque es verdad que esas primeras decisiones han
ido dirigidas fundamentalmente a beneficiar a los menos,
que normalmente también son los económicamente más
fuertes, y que no son medidas que se dirijan a reactivar la
economía productiva, sino a favorecer determinadas ope-
raciones financieras y, en general, a aliviar la carga fiscal
de determinadas rentas de capital.

Hablábamos antes de empleo y protección social.
Quiero decirle, señor Ministro, que a mí me importan mu-
cho las medidas que sean ciertamente reactivadoras del
empleo. Creo que no lo han sido y pienso que ustedes
creen que tampoco lo son, en la medida en que, como ya le
dije en el Pleno la semana pasada y le insisto ahora, al mo-
dificar ustedes el cuadro macroeconómico, al establecer
las previsiones de creación de empleo durante 1996, han
planteado algo que me parece preocupante, y es que en los
ocho últimos meses de este año se va a perder empleo. Fí-
jense que hacen una previsión de promedio de empleo para
1996 de 12.168.400 personas en población ocupada,
siendo así que según los últimos datos del cuatrimestre pri-
mero de este año ya hay en el empleo 12.235.300 personas.
Es decir, que si en los cuatro primeros meses el empleo era
ya de esa magnitud, para que el promedio final del año sea,
como ustedes dicen, de 12.168.400 personas, tienen que
perderse 101.000 empleos en los últimos ocho meses, si no
no podría salir el promedio. No es que se vaya a aumentar
el paro porque se incorpore población activa; es que según
sus previsiones en los ocho últimos meses del año se va a
destruir empleo. Me parece grave, porque además prevén
en el cuadro macro un crecimiento de la economía superior
en los ocho últimos meses del año. Estamos hablando de
que partimos en el primer trimestre de un dos por 100 de
crecimiento y, sin embargo, de una creación de empleo de
30.000 puestos de trabajo, compatible con las tendencias
que muestra últimamente nuestra economía de ser capaz
de crear empleo con unos crecimientos menores que en
otras épocas, y sin embargo anuncian que con un cambio
de tendencia donde se puede incrementar el crecimiento en
los próximos meses se va a producir una depresión del em-
pleo. Eso sí me parece particularmente grave y poco cohe-
rente con un programa de reactivación económica, cuyas
medidas fueron aprobadas por el Gobierno el pasado día 7.

Es verdad que se habla mucho de empleo y es verdad
también que hablan todas las instituciones, todas las perso-
nas, todos los partidos políticos, empresarios, sindicatos,
asociaciones financieras religiosas, todos hablan del em-
pleo. Parecería muy fácil que nos pusiéramos todos de
acuerdo en este objetivo si no fuera porque tengo la impre-
sión de que el acuerdo es meramente verbal. No todos es-
tamos diciendo lo mismo. Es cierto que en los últimos
años, como le decía, se ha producido una modernización
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fundamental en el mercado de trabajo español, que ha per-
mitido que con menores crecimientos económicos se pro-
duzcan mayores crecimientos del empleo. Lo dice el in-
forme que van a ver la próxima semana en la cumbre de
Florencia los jefes de Estado y de Gobierno. Lo dice afir-
mándolo concretamente, como usted sabe muy bien, del
caso de España. Es verdad que se ha producido como con-
secuencia de la transformación económica en definitiva
que ha tenido lugar en nuestro país. Fíjese que cuando no-
sotros nos incorporamos a la Unión Europea el 18 por 100
del empleo que había en España era empleo agrario. Estoy
hablando de 1985. Hoy estamos en el ocho y pico por
ciento. Piense usted también que en 1983 había las mismas
mujeres en el mercado de trabajo que en 1973. Sin em-
bargo, en los años inmediatamente siguientes se incorpora-
ron más de dos millones de mujeres. Cesó también la emi-
gración, España se convirtió en un país de inmigración, y
todos esos cambios cualitativos han conseguido que en los
últimos años sea más normalizada la situación del mercado
de trabajo y por lo tanto, sea más capaz de traducir los cre-
cimientos económicos en creación de empleo. Entre el se-
gundo trimestre de 1994 y el primero de 1996 se han cre-
ado en España aproximadamente, con los criterios que po-
damos establecer de medición del paro, más de medio mi-
llón de empleos, y lo que es más importante, de 395.000
asalariados, 322.000 son indefinidos. Por lo tanto, se ha
producido ese crecimiento que espero que continúe en los
próximos meses.

Le decía que cuando todos hablábamos de empleo lo
hacíamos quizá de cosas distintas. El empleo es verdad que
es el objetivo prioritario de todos, pero debemos convenir
también qué empleo queremos crear y, a partir de ahí, po-
nernos de acuerdo. No olvidemos nunca que el empleo es
un objetivo, pero también es un territorio de conflicto,
donde históricamente se viven situaciones de contradic-
ción entre intereses muy distintos. Por tanto, el empleo
también necesita pactos y acuerdos, que nosotros siempre
potenciaremos, y le apoyaremos en la medida en que
quiera conseguirlos.

Me van a permitir, señorías, una pequeña complicidad
corporativa con el Ministro, porque es verdad que es muy
difícil, desde el cargo que usted ocupa, que se pueda pro-
ducir creación de empleo. Usted puede favorecerlo y, por
consiguiente, es un cargo muy ingrato y lo es fundamen-
talmente porque cuando se cree empleo, los méritos serán
del Ministro de Economía y, cuando se pierda empleo y
aumente el paro, serán de usted las responsabilidades. Eso
ocurre siempre con los ministros de Trabajo, pero, de todos
modos, desde el Ministerio, usted sabe que se pueden ha-
cer cosas y muchas tienen que ver con el discurso. Todos
debemos saber, y me gustaría que usted también coinci-
diera en lo que le digo, que el empleo hoy se está convir-
tiendo en nuestro país en una especie de coartada que utili-
zan muchos grupos sociales para hacer legítimas sus rei-
vindicaciones concretas, que afectan más al interés parti-
cular de quienes las formulan que al interés general. Hoy el
empleo es una especie de coartada que justifica y otorga
respetabilidad social a cualquier propuesta reivindicativa
que se ponga sobre la mesa: desde la desgravación de las

plusvalías a la promoción de los fondos de pensiones,
desde la privatización de las empresas públicas a la supre-
sión del seguro de desempleo, desde el abaratamiento del
despido a cualquier recorte social. Hoy se oye mucho que
todo eso es bueno, porque, al final, crea empleo. Eso nunca
se sabe. Esas son reivindicaciones de parte, legítimas, y me
parece muy bien que se pongan encima de la mesa como
reivindicaciones legítimas y que se discuta y se negocie,
pero, ¡ojo!, no le demos el carácter generalista de que esas
reivindicaciones particulares son buenas porque crean em-
pleo, porque nunca ha estado demostrado que esas reivin-
dicaciones concretas creen empleo; sencillamente, son
buenas para un sector determinado de nuestra sociedad.
Porque es verdad que hoy están saliendo de las piedras en
nuestro país, señor Ministro, personas que, disparando
siempre hacia las mismas trincheras, nos dicen que sus ve-
tustas reivindicaciones son buenas porque siempre, a partir
de ellas, se puede crear empleo. A mí me preocupa esto,
porque puede entorpecer el diálogo social. Y me preocupa
cuando salen de algunas trincheras próximas al Gobierno.

Yo quiero decirle que apoyo su idea de basarse en el
diálogo social, apoyo plenamente lo que usted nos decía de
que no quería hacer ninguna modificación normativa
—textualmente creo que ha dicho: No tomaremos inicia-
tiva legal sin contar con el resultado del diálogo social— y
me hubiera gustado vivir esa misma situación por parte de
la oposición. Yo le recuerdo que el 5 de agosto de 1993
—puede ir al «Diario de Sesiones»—, cuando el anterior
Gobierno llevaba menos de tres semanas, en un Pleno del
Parlamento, el hoy Vicepresidente económico, señor Rato,
decía: El Gobierno quiere que sean los interlocutores so-
ciales los que se comprometan en la reforma del mercado
laboral y en la protección social. Cabe preguntarse —aña-
día— si el señor Griñán cree que ha sido nombrado Minis-
tro de Trabajo exclusivamente para regocijo y orgullo de
sus familiares y si no piensa tomar ninguna decisión. Poco
después de las vacaciones, el día 10 de septiembre, el señor
Aznar decía: El pacto social es políticamente inaceptable.
El Gobierno debe adoptar las medidas económicas con o
sin pacto. Las decisiones tienen que tomarse ya. Todo lo
demás es jugar a la ocultación. Y ahora, recientemente, el
19 de mayo de 1996, el Secretario de Estado de Seguridad
Social, Juan Carlos Aparicio, decía: Espero que nadie
quiera desprenderse de sus opiniones anteriores.

Pues yo les felicito de que se desprendan ustedes de sus
opiniones anteriores; les felicito y les apoyo y les digo: no
les va faltar aritmética parlamentaria si se mantienen en
esa posición. El Grupo Socialista les va a apoyar si man-
tienen esa posición, por muchas presiones que reciban,
aquí mismo, en el Parlamento o fuera del Parlamento. Por
tanto, me parece muy bien que se mantenga ese nivel de
diálogo, que yo apoyo sin duda, y vamos a ver cómo puede
fructificar el diálogo, porque es verdad que, a veces, con
las cosas que se oyen, me temo que sea muy difícil que se
puedan conseguir esos acuerdos.

De las cosas concretas que ha dicho, yo me voy a ceñir
exclusivamente a los aspectos políticos, menos a los admi-
nistrativos o reglamentos o, simplemente, medidas que
adopte el Gobierno en desarrollo de disposiciones regla-
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mentarias anteriores; me voy a referir a algunos aspectos
políticos que sí me parecen importantes, y lo digo en el es-
píritu de colaboración que quiero que tenga mi interven-
ción.

La precariedad también, cuando se habla del mercado
de trabajo, debe contar con un consenso sobre lo que que-
remos decir. Cuando hicimos la reforma de 1984, el Grupo
Popular decía que el interés del país exigía que quien dese-
ara contratar a un trabajador lo hiciera por el tiempo que
quisiera. En el año 1990, el Grupo Popular decía: «Los
contratos temporales son seguros, en el sentido de que pro-
tegen a los trabajadores, son estables en su duración y es-
tán firmados.» Añadían: «Es precario el trabajo de la eco-
nomía sumergida. Las medidas de 1984 son positivas.»
Decían esto en 1990, y entre 1988 y 1989 se destruyeron
en España, creándose mucho empleo, 818.000 contratos
indefinidos. Sin embargo, ahora se oye mucho hablar de
precariedad en muchos sitios y, curiosamente, como le de-
cía, desde 1994 a marzo de 1996, lo que ha hecho ha sido
aumentar el empleo por tiempo indefinido, según la en-
cuesta de población activa, exactamente en 322.000 perso-
nas. Por tanto, ¡cuidado!, no sea también la precariedad
una coartada.

Al hablar del Inem, le quiero decir que me preocupan
algunos puntos, y se los señalo como reflexión que poda-
mos o no compartir. Por ejemplo, políticas activas. Se lo
voy a exponer tal y como yo lo pienso. La política activa
que se desarrolle para mejorar el mercado de trabajo debe
ser en cada Administración consecuencia de algo en lo que
creo profundamente: la autonomía financiera. Una comu-
nidad autónoma, el Estado o el Gobierno de España deben
tener autonomía financiera y destinar los recursos que
crean convenientes para políticas en su respectivo ámbito.
Creo que la transferencia de las políticas activas es un
error. Me parece muy bien compartir políticas activas. En
España, ahora mismo —lo digo para su información—,
hay más de 400 normas de fomento de empleo dictadas por
comunidades autónomas. Yo no sé si es bueno o malo; lo
podríamos discutir, pero forma parte de su autonomía fi-
nanciera. Las políticas activas forman también parte de la
autonomía financiera del propio Gobierno de España, que
se compromete a unas determinadas políticas. ¿Se ha de
transferir, por ejemplo, el PER como política activa? ¿Los
convenios del Inem con corporaciones locales? ¿Las es-
cuelas-taller? ¿Por qué? Son políticas del Estado. Pueden
también las comunidades autónomas hacerlas en el mo-
mento en que tengan autonomía financiera y puedan desa-
rrollar sus políticas a partir de esa autonomía financiera.

Me preocupa también otra cosa: la intermediación. Yo
creo que en la intermediación hay que mantener siempre el
principio fundamental de los amplios mercados, no vaya-
mos a hacer, en los albores del siglo XXI, una ley de tér-
minos municipales que impida la libre circulación de per-
sonas por el territorio.

Luego me preocupa otra cosa, en la que también entono
el mea culpa, porque nuestro grupo, el Grupo Socialista,
también incurrió históricamente en esta contradicción; no-
sotros incluso lo pusimos en una ley de presupuestos:
transferencia de las prestaciones de desempleo al Instituto

Nacional de Seguridad Social. Al final no lo hicimos y di-
mos explicaciones en el Parlamento de por qué no, entre
otras cosas, porque la introducción de políticas activas que
puedan establecerse por el Gobierno utilizando los recur-
sos pasivos nos lleva a que sea el mismo órgano que desa-
rrolla las políticas activas aquel que tenga encomendadas
también las pasivas. No solamente lo digo yo, lo ha dicho
la Unión Europea y lo ha dicho el G-7 recientemente: si-
tuar las políticas activas allí donde esté encomendada tam-
bién la gestión de las políticas pasivas. Yo le pediría que
reflexione un poco más sobre este asunto, porque la fuente
de conocimiento mayor que tiene un órgano que se encarga
de la promoción y fomento del empleo es, entre otras, la
información que dan las prestaciones por desempleo.

Hay otra serie de cuestiones. Usted ha citado como ob-
jetivos fundamentales el desarrollo de las políticas de Es-
sen. Me gustaría saber también el cómo, no solamente el
qué. Es evidente que formación profesional, flexibilidad,
reducción de costes indirectos, políticas laborales activas,
ayuda a personas con especiales dificultades, forman parte
del elenco de medidas que todos estamos desarrollando en
Europa, pero habría que profundizar en ellas, ver las medi-
das concretas, y estamos dispuestos a verlas una por una y,
en el momento en que las veamos, dar también nuestra opi-
nión. Hoy tenemos menos, porque, efectivamente, las que
hemos podido oír son todavía bastante escasas.

Hablaba en Seguridad Social del gran consenso básico
que se ha establecido en nuestra sociedad, y es cierto. La
Seguridad Social es un consenso básico de la sociedad es-
pañola que da confianza en el futuro a los ciudadanos.
Existe también sobre la Seguridad Social no solamente un
consenso social básico, sino, además, un consenso político
que hemos plasmado en el Paco de Toledo. Yo creo que ese
consenso no se va a romper de ninguna de las maneras.
Aquellos en los que nos interesa de verdad que se consoli-
den en el futuro las conquistas sociales de nuestro sistema
de protección social tenemos que seguir manteniendo ese
consenso.

Yo solamente le voy a decir cuatro cosas que mi grupo
entiende que son absolutamente imprescindibles. La pri-
mera la están haciendo, que es el diálogo con los sindica-
tos. En el diálogo con los sindicatos también le digo otra
cosa, que no haya interferencia política ni parlamentaria.
Ayer escuchaba a la salida de la reunión decir al Secretario
General de la Patronal que éste era un tema de la soberanía
popular que residía en el Parlamento. Bueno, sí, pero eso
no significa que se pueda renunciar al diálogo con ellos.
Por eso tengo dudas muy fundadas de si es conveniente o
no mantener abierta aquí una ponencia sobre el pacto so-
cial mientras se está manteniendo un diálogo con los sindi-
catos.

En segundo lugar, queremos que el desarrollo del Pacto
de Toledo se haga a través de un proyecto de ley. Un pro-
yecto de ley significa que no sea decreto-ley, punto pri-
mero, y un proyecto de ley significa, al mismo tiempo, que
recoja globalmente las medidas sobre pensiones, no todas
las del Pacto de Toledo, las medidas sobre pensiones pú-
blicas que están contenidas en el Pacto de Toledo y que ne-
cesiten una ley, porque algunas no la necesitan en su desa-
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rrollo. El tercer aspecto es que sea, y ya se lo he dicho, un
solo proyecto, que sea un proyecto específico. No lo incor-
poren ustedes ni a los presupuestos ni a una ley de acom-
pañamiento, porque entonces va a ser más difícil el con-
senso, porque entonces vamos a tener serias dificultades
para establecer un consenso global. Si va acompañada de
otras medidas, vamos a tener problemas. Por eso queremos
que sea una ley específica que lo desarrolle globalmente y
con relativa urgencia, porque es verdad, señor Ministro,
que, con tantas cosas como se oyen últimamente, uno, no
uno sino muchos pueden tener cierta preocupación. Yo leí
una entrevista suya el 16 de junio en la que decía que era
preocupante la intervención del señor Anguita en el dis-
curso de investidura sobre el Pacto de Toledo y también la
que se había hecho desde algún sector del Partido Socia-
lista. Yo no sé qué intervención se ha podido hacer desde
algún sector del Partido Socialista, pero las que me he le-
ído son las del Secretario de Estado de la Oficina Presu-
puestaria, que depende directamente del Presidente del
Gobierno, y ésas sí pueden ser preocupantes. Porque, fí-
jese usted, éstas no solamente están fuera del Pacto de To-
ledo, sino que, como sabe usted, señor Ministro, las hace
casi, casi como una ametralladora, cada día es una nueva.
(Risas.) No sé cuál va a ser la de mañana, pero sé la de
ayer y la de anteayer. La de hoy todavía no la conocemos,
pero no desespere, señor Ministro, porque leyendo los te-
letipos encontrará alguna. De verdad, sinceramente, no en-
tiendo muy bien qué significa eso de tener que crear ahora
mismo un IPC específico para la tercera edad si no nos po-
nemos todos de acuerdo en que eso pueda ser cierto. No
está en el Pacto de Toledo, son reflexiones aparte.

No es gracioso el tema, y se lo digo de verdad, señor
Ministro, porque es una persona con muy alta responsabi-
lidad. Quiero decir que no le pido que lo desmienta, porque
no puede tener capacidad para desmentirlo porque no de-
pende de usted, señor Ministro, depende del Presidente del
Gobierno. Por tanto, no puede desmentirlo. Usted puede
tener una opinión distinta. El único que puede desmentirlo
es el Presidente del Gobierno. Por tanto, esperemos que el
Presidente del Gobierno nos diga que no van a ser 40 años
los que se van a tratar de pedir para computar la pensión en
su grado máximo, que no se va a hacer toda la vida profe-
sional, que la edad de jubilación no van a ser 70 años, que
no va a haber un IPC distinto… Esperemos que todo eso se
quede en el terreno de las especulaciones de una persona
que no se da cuenta que ya no es profesor de universidad
sino Secretario de Estado, que depende, insisto, directa-
mente del Presidente del Gobierno.

Sobre la ponencia que vamos a ver la semana que viene
le quiero expresar mis dudas hoy aquí. En la propuesta que
se va a ver en el Pleno la próxima semana, tal y como viene
redactada, se dice que el Pleno acuerda la creación en la
Comisión de Presupuestos de una ponencia que tendrá por
objeto recibir la información de las medidas que el Go-
bierno adopte. Yo no estoy de acuerdo con esto. Yo creo,
primero, que este mes debe ser un mes de negociación con
los agentes sociales sin interferencias parlamentarias. Se-
gundo, las medidas que el Gobierno adopte deberán ser co-
nocidas con publicidad, no en una ponencia; deberán ser

conocidas o aquí o en el Pleno, pero no en una ponencia.
Las ponencias son instrumentos buenos para estudiar un
problema, para analizarlo, no para desarrollar normativa-
mente un problema o una cuestión. Por tanto, les digo: co-
laboración. Cuantas veces me llame, donde usted quiera
voy a ir, y cuantas veces que me proponga una medida que
sea desarrollo del Pacto de Toledo, le voy a prestar el
acuerdo concreto. Pero no hagamos ahora una ponencia
que lo único que va a hacer es demorar y, quizá, perturbar
el diálogo social.

Hablaba usted también de los fondos de pensiones y de
que había que fomentar los sistemas complementarios. A
mí me parece muy bien que usted lo piense así, pero no se
preocupe, porque ya los fondos de pensiones se promocio-
nan ellos solos y bien. Como Ministro de Trabajo lo que le
pido es que defienda al sistema público frente a ciertas
agresiones que en determinadas oportunidades oímos de
entidades financieras que, so pretexto de defender los fon-
dos de pensiones, lo que hacen es sembrar la incertidumbre
en los ciudadanos sobre el futuro del sistema público. Por
tanto, como Ministro de Trabajo, defienda sobre todo el
sistema público de pensiones y deje que los que van a ha-
cer negocios con los fondos de pensiones defiendan su
producto, que me parece muy bien, si tiene mercado, ésa es
su misión. Yo le quiero decir una cosa, los fondos de pen-
siones están en el Pacto de Toledo, y, por tanto, nos vamos
a oponer a que cualquier medida de fiscalidad de los fon-
dos de pensiones ponga, sitúe en los fondos de pensiones
una fiscalidad más favorable que para las pensiones públi-
cas, y ya me temo que estamos por ese camino con el 20
por ciento de gravamen de las rentas de capital. Si eso es
así nos vamos a oponer. Un fondo de pensión no puede te-
ner un privilegio fiscal respecto a las pensiones públicas.
Por tanto, que haya un equilibrio en eso. Estamos dispues-
tos a favorecer los fondos de pensiones, pero no a darles un
trato de privilegio fiscal respecto a las pensiones públicas
que se obtengan como consecuencia del ejercicio de una
vida laboral.

Me parece muy bien que tratemos de desarrollar el
PER, aunque no voy a estar de acuerdo en muchas de las
cosas que ha dicho, porque no son verdad. Lo que se ha he-
cho en los últimos años en el PER ha sido fundamental-
mente desarrollar un sistema de protección de acuerdo
siempre y en todo caso con los sindicatos, siempre y en
todo caso. Todas las disposiciones del PER se han produ-
cido en ese sentido con acuerdos con los sindicatos. Por
tanto, vamos a mantener esa línea que usted se propone, y
ya verá como manteniendo esa línea, estaremos todos de
acuerdo también. El PER es una parte de la protección so-
cial, no la más importante. Yo comprendo que usted sea
Diputado por Andalucía y yo también lo soy, pero gasta-
mos más en la protección por desempleo. (El señor MI-
NISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES,
Arenas Bocanegra: No soy Diputado.) Bueno, es Minis-
tro y es andaluz.

En todo caso, el PER, el subsidio agrario más que el
PER, por si SS. SS. no lo saben, tiene menos beneficiarios
ayer y anteayer de los que tenía hace seis o siete años. Sin
embargo, en prestación por desempleo en el Régimen Ge-
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neral no es así. Por tanto, algo ha ocurrido cuando han dis-
minuido los beneficiarios de la prestación por desempleo
agrario y, sin embargo, no en las otras ramas. Es verdad
que se ha producido la transformación cualitativa que an-
tes le decía de la actividad productiva que ha hecho que se
hayan perdido efectivos agrarios a costa de incrementar los
efectivos en otros sectores económicos.

En cuanto a la existencia del Ministerio de Asuntos So-
ciales decía usted que no se ha producido un proceso de
absorción sino un proceso de fusión. Me alegraría mucho
de que así fuera, pero me queda una duda y es que cuando
han creado el Ministerio de Medio Ambiente han emplea-
do el mismo argumento pero al contrario: que la Secretaría
de Estado de Medio Ambiente en otro ministerio sería al
final fusionada, sería al final absorbida por las materias de
ese departamento. El argumento vale lo mismo para un
roto que para un descosido, pero me imagino que, en este
caso, entre todos vamos a hacer que la política que desa-
rrollaba el Ministerio de Asuntos Sociales antes y que hoy
realiza su Ministerio pueda seguir desarrollándose, porque
es la más importante desde el punto de vista que antes le
decía de favorecer que las libertades fundamentales que
están señaladas en la Constitución sean reales y efectivas.
Además, creo que la existencia del Ministerio —se lo digo
sinceramente— era importante en la medida en que daba
un carácter horizontal a estas políticas y, desde un propio
departamento, se podía coordinar claramente la actuación
de otros muchos en las políticas concretas que desarrollaba
ese Ministerio, hoy Secretaría General de Asuntos Socia-
les. Está pedida la comparecencia de la Secretaria General
y tendremos tiempo de hablar de las políticas concretas,
pero sí le diré algunas cosas.

Hay un Plan de Juventud muy valorado por la Unión
Europea durante la Presidencia española —la propia Co-
misaria, la señora Cresson, así lo hizo— que, al mismo
tiempo, está perfectamente definido y desarrollado por el
Consejo de la Juventud. Creo que las cinco áreas de desa-
rrollo: autonomía, igualdad de oportunidades, calidad de
vida, prevención y participación, deben continuar con el
mismo impulso que hasta ahora.

¿Va a seguir el Ministerio desarrollando estas políticas
y manteniendo esta concepción de plan integral? Como el
señor Ministro también va a comparecer en la Comisión
Mixta sobre los derechos de la Mujer, ése será el momento
de poder formularle los requerimientos concretos. Le diré
que es importante el desarrollo del plan gerontológico en
lo que se refiere a una serie de actividades, y que hay que
mantener las dotaciones presupuestarias para poder impul-
sarlo en el futuro. Exactamente lo mismo le digo con res-
pecto a los discapacitados y las minorías.

Me va a permitir, señor Ministro —el tiempo se me
acaba—, que simplemente le haga una reflexión sobre una
fusión, que sí me parece absorción, de un área competen-
cial de su Departamento, que creo que es de extraordinaria
importancia. Me refiero a la política de migraciones en su
doble sentido, ya que, si es verdad que en los años ochenta
cambió el sentido migratorio en España y pasamos de ser
un país de emigración a ser un país de inmigración, tam-
bién es cierto que hay muchos españoles que continúan vi-

viendo fuera de España. Esta es una política que, por su
propia naturaleza, nunca va a dejar de ser competencia del
Estado. Además, es una política que tiene algo que ver, no
le digo que no, con el empleo y con el trabajo, pero que no
es una política de empleo y trabajo. Por tanto, me parece
que esa Dirección General de Empleo, Trabajo e Inmigra-
ción que se ha creado en su Departamento va a tener serias
dificultades para poder mantener una situación lejana a la
esquizofrenia y que realmente va a ser muy complicado
poder atender en su justa medida la política de migracio-
nes. En este ámbito hay una serie de competencias que
tiene que desarrollar a partir de esa unidad significativa
que existió hasta este momento.

Ha hablado del voluntariado social. Tengo que decirle
que yo también comparto su preocupación y simplemente
me gustaría saber si el Plan concertado de Prestaciones de
Básicas va a estar cofinanciado por la Administración del
Estado además de por las administraciones autonómicas y
locales. Sería la manera de mantenerlo vivo y desarrollar
también en el medio local, en el medio rural, la actuación
del voluntariado social.

Termino en la misma línea que empecé y, por tanto,
vuelvo al  principio. Quiero decirle, señor Ministro, que en
todo lo que sea aumentar los niveles de empleo, mantener
el sistema de protección social, consolidarlo en el futuro y
hacer que las libertades sean efectivas en nuestro país, va a
contar con la colaboración del Grupo Socialista. Quiero in-
sistirle en que las contradicciones que se puedan vivir en
su propio grupo, fuera de su grupo o fuera de este Parla-
mento no deben preocuparle. No deben preocuparle deter-
minadas afirmaciones que se hacen por ciertas personas
que están disparando permanentemente sobre la misma
trinchera: la culpa del paro la tiene siempre el trabajador;
cuando tiene trabajo, porque cobra demasiado; cuando no
tiene trabajo, porque cobra un desempleo demasiado alto.
Esas personas están dando consejos muy interesados. No
los siga, señor Ministro, y tendrá aritmética parlamentaria,
porque el Grupo Socialista le va a prestar el apoyo.

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados,
saben que las comparecencias de miembros del Gobierno
están reguladas por el artículo 203 del Reglamento, pero
tratándose de una comparecencia de un biministro, por ra-
zón de la fusión  de dos ministerios anteriores, he sido y
voy a ser generoso respecto a la utilización del tiempo, con
el fin de que puedan abordar todos los temas planteados en
la comparecencia por el señor Ministro de Trabajo y Asun-
tos Sociales.

Por esta razón, he llegado a conceder 30 minutos  al
portavoz del  Grupo Socialista, que es lo que ha empleado
en su intervención. A continuación, tiene la palabra el por-
tavoz del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya, don Pedro Vaquero del Pozo.

El señor VAQUERO DEL POZO: Señor Ministro, en-
horabuena por su cargo.

Hoy no le voy a hacer la pequeña broma que le hacía el
otro día en el Pleno, aunque creo que su contenido es ver-
dad. Hoy en su exposición nos ha dado varias de cal y bas-
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tantes de arena, y le tengo que decir que me parece que us-
ted está prisionero del síndrome de Santa Teresa, ya que
me parece que es a Santa Teresa a quien atribuyen —tam-
bién se lo atribuyen a San Juan de la Cruz— aquello de
vivo sin vivir en mí (Risas.) Efectivamente, hay muchas
atribuciones. En cualquier caso, es usted prisionero del
síndrome que consiste en estar presionado por distintos
sectores, pero especialmente por aquellos que se creen con
derecho a patrimonializar el éxito electoral de su partido, y
me explicaré, a lo largo de mi intervención. Veamos algu-
nos aspectos de su intervención que a mí me parecen espe-
cialmente reseñables.

Señor Ministro, usted ha confesado su fe en que el cre-
cimiento del empleo va a estar en función del crecimiento
económico. Si duda ésta es una idea que se repite en mu-
chos discursos, pero permítame que le diga que es una idea
que no responde a la realidad. Sin duda, como bien dice el
Banco de España, desde 1991 hasta 1995 ha habido un cre-
cimiento del PIB del 4,5 por ciento, y en ese mismo pe-
ríodo ha habido un descenso del empleo, un crecimiento de
paro del 4,5 por ciento. En cualquier caso, en la época de
mayor crecimiento de España hemos estado en un 14 por
ciento de paro estructural. Por tanto, son problemas estruc-
turales de nuestro tejido productivo lo que generan el de-
sempleo tan abultado que existe en nuestro país respecto a
otros de la Unión Europea y, en consecuencia, deben ser
medidas relativas a ese tejido productivo, a la competitivi-
dad de nuestras empresas, a nuestras posibilidades de com-
petir con el exterior, las que deben primarse a la hora de in-
tentar crear empleo, pero, lógicamente, esto no sólo de-
pende de su Ministerio, sino que son las medidas del Go-
bierno en su conjunto, fundamentalmente las de política
económica y financiera, las que, junto con las suyas, van a
hacer crecer el empleo.

Respecto a este asunto me preocupa, en primer lugar,
esa fe en relación con esa idea, que, como le digo, sin duda
no se contrasta con la realidad, y me preocupa también una
afirmación, que, de alguna manera, liga la creación con la
protección social de forma contradictoria. Deberá explicar
mejor a la opinión pública y a los miembros de esta Comi-
sión su concepto de solidaridad, pues es verdad que el pri-
mer objetivo debe ser crear empleo, pero nunca en detri-
mento de la protección social.

Ha hablado de modernizar el mercado de trabajo, y de
modernizarlo en distintos sentidos con distintas líneas, al-
gunas de las cuales ya han sido experimentadas y utiliza-
das por Gobiernos anteriores. La línea de la flexibiliza-
ción ha generado —lo sabemos— no un crecimiento de
empleo estable, sino una precarización tan abultada como
la que tenemos hoy, y la línea de la reducción de los cos-
tes salariales, constantemente reiterada por distintos go-
biernos, ha generado —eso sí— una situación desahogada
por parte de los empresarios, pero permítame que ponga
en duda que esa línea de reducción de los costes salariales
sea la salida y la solución para los problemas de nuestra
competitividad.

Por esa línea de reducción de los costes salariales nunca
se va a crear un empleo que genere productos de calidad
que puedan competir, sino más bien productos que puedan

competir por su intensidad en el mercado, pero las exter-
nalidades y la consecuencias negativas para los trabajado-
res, y para nuestra competencia en último término, son ele-
mentos que hay que considerar y ponderar a la hora de pro-
piciar políticas de este tipo.

Entre las de cal, la más importante es el papel que usted
otorga al diálogo social. Se han abierto distintas mesas
—por lo que nos felicitamos todos, y a usted en primer lu-
gar—, pero nosotros tenemos la seria preocupación de que,
si al final ese dilema acaba por dar la razón a aquellos que
le presionan en un sentido muy concreto, ese diálogo so-
cial pueda llegar a alguna parte. Nosotros creemos que los
sindicatos van a hacer esfuerzos por llegar a acuerdos en
los temas que usted ha planteado, en la ley de seguridad de
los riesgos laborales, en la solución extrajudicial de los
conflictos, en la formación profesional y en tantos temas
como se deben tratar. Ahora bien, en la medida en que us-
ted no tenga controladas otras variables de la política eco-
nómica, en la medida en que usted no libre una batalla tam-
bién en el seno de su Gobierno, sin duda alguna, los sindi-
catos también verán otros elementos colaterales de la polí-
tica económica y social que les harán reflexionar respecto
a la viabilidad de las soluciones acordadas. Por tanto, en
este sentido, yo espero una disposición clara de controlar
esas variables y, de alguna manera, de hacer callar las vo-
ces que no solamente generan alarma social, sino que im-
piden que el diálogo social se desarrolle por los cauces más
normales y más resolutivos.

En su exposición no ha hablado usted del tema del des-
pido; al menos explícitamente. Sí ha hablado, y muy pro-
fusamente, en la prensa, en días anteriores. Tiene usted una
preocupación por el precio del despido en España, que
comparte sin duda alguna el Consejo Económico y Social,
pero al mismo tiempo no comparte el diagnóstico respecto
a ese precio, porque ha solicitado un estudios para que los
datos estadísticos sean efectivamente solventes. En cual-
quier caso, permítame que le diga que la creación de un
marco jurídico estable, que usted va a propiciar en su Mi-
nisterio, que evite la penalización de la creación de empleo
por parte de los empresarios, en cualquier caso no deberá
apoyar una línea que, en último término, abra la caja de
una segunda reforma del mercado de trabajo, que a nuestro
juicio se ha mostrado bastante inútil para resolver los pro-
blemas estructurales del paro en España.

También se ha hablado —y es un compromiso del dis-
curso de investidura del Presidente del Gobierno que acaba
de ratificar usted— de un compromiso para modificar el
contrato de aprendizaje y de prácticas, con el fin de darle
una mayor efectividad. ¿Pero en qué sentido? No lo ha
concretado demasiado, pero a mí me gustaría sugerirle que
debe modificarse, al menos, en dos aspectos: en la recupe-
ración de los derechos de Seguridad Social para los apren-
dices y, al mismo tiempo, en que el salario sea el mínimo
interprofesional, pues existe una discriminación clara en
este ámbito.

Respecto al PER existe también una cierta indetermina-
ción, que me gustaría que subsanase. Estamos de acuerdo
en el objetivo de mantener el sistema y racionalizarlo, de
evitar el clientelismo político, que tan lesivo ha sido, no ya
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para una u otra fuerza política, que ése no es el caso, sino
para la conciencia colectiva e individual de miles y miles
de hombres y mujeres, en los pueblos de Andalucía, de Ex-
tremadura, etcétera. Pero al mismo tiempo que se trate de
erradicar el clientelismo político que existe, se puede caer
en el clientelismo social de poner en manos de empresarios
la gestión del PER, propiciando una línea que, al fin y al
cabo, sea la colateral de ese clientelismo político. Si los al-
caldes no van a gestionar el PER —cosa que me parece co-
rrecta—, ¿quién va a gestionarlo? ¿Se va a atrever usted a
establecer las comisiones locales de empleo, donde partici-
pen todos los agentes sociales y donde se recupere el ám-
bito de conocimiento concreto de la realidad, que erradi-
que efectivamente el fraude?

Hay interrogantes sobre cómo va a quedar el INEM
después de estas reformas que se anuncian y nos preocupa
que se desmantele definitivamente el servicio público que
cubre hoy el INEM, en la medida en que hay una disper-
sión legislativa, de gestión, operativa en último término,
respecto a las funciones residuales de los servicios transfe-
ridos.

Usted conoce nuestra posición en relación al bloque de
la protección social. Yo quiero decir que cuando hablaba
Julio Anguita, unos y otros oímos cosas distintas al pare-
cer. En cualquier caso, debo ratificar que la posición de Iz-
quierda Unida respecto al Pacto de Toledo es la que, en
más de una ocasión, he expresado yo mismo en la tribuna
del Pleno del Congreso. Nosotros estamos por la aplica-
ción consensuada y global del Pacto de Toledo y, sin duda
alguna, nos preocupa la insistencia en la aplicación muy
concreta de determinadas medidas del Pacto y muy gené-
rica respecto de otras. Este es un tema que tendremos oca-
sión de discutir en la ponencia, porque estamos de acuerdo
en que efectivamente es ahí donde se puede participar me-
jor, aportar ideas y, en definitiva, transaccionar las medi-
das que el Gobierno vaya a proponer. Por tanto, es allí
donde tendremos ocasión de establecer los acuerdos o los
desacuerdos respecto a este tema.

En todo caso, y también dentro del bloque de la protec-
ción social, no nos ha parecido muy explícito, señor Mi-
nistro, respecto al capítulo de las prestaciones por desem-
pleo. Es un capítulo que, en su lenguaje —contable, que no
político—, genera mucho déficit en los presupuestos. Pues
bien, nosotros entendemos que es algo que, en la medida
en que subsista la situación de paro creciente, en la medida
en que nuestro tejido productivo no genere más empleo, es
necesario ampliar la cobertura de los hombres y mujeres
que están en esta situación. Por supuesto, también nos ha-
cemos eco de una alarma social que se ha generado en fun-
ción de esos expertos que pretenden echarle una mano al
Gobierno y que, sin duda alguna, intentan inducir conduc-
tas, inducir líneas de actuación que, en cualquier caso, van
a tener nuestro modesto rechazo pero que también pueden
propiciar un no tan modesto rechazo social.

Respecto a la absorción o fusión de los dos ministerios
conoce usted que nuestra posición era propicia a la fusión
de ambos. Por tanto, inicialmente, nos satisface el que así
se haya realizado. Sin embargo, el que sea fusión o absor-
ción va a depender de los contenidos que se den a las figu-

ras, a los planes y a los programas que se realicen en este
capítulo de los asuntos sociales.

Permítame que le transmita dos preocupaciones. En pri-
mer lugar, las políticas de familia, de las que su partido ha
hecho bandera, no encuentro que se vean muy explicita-
das. Se han dicho generalidades, pero me permitiría suge-
rirle que respecto a esto, antes de que fallen esas expecta-
tivas, tendrán ustedes que fajarse mejor en la explicitación
de las medidas y en el consenso de las mismas.

Sucede lo mismo respecto de los otros capítulos. Se ha
hablado de un proceso de intenciones generoso respecto a
la droga, a los mayores, a la mujer, a la juventud, a los mi-
nusválidos, a los emigrantes, a los ciudadanos de raza gi-
tana, pero son meros enunciados. Tendremos que verlo, ló-
gicamente, en el desarrollo legislativo y programático  de
las acciones de su Ministerio; hay que conceder los cien
días —y algunos más— de cortesía.

Hay otra cuestión que quisiéramos poner de relieve
como preocupación de nuestro grupo. Nosotros estamos
satisfechos —y las propiciamos— de todas las acciones
del voluntariado, vengan de donde vengan, porque enten-
demos que son la expresión de una conciencia colectiva y
generosa, preocupada por los problemas de la comunidad
y de colectivos específicos de la misma. Sin embargo, ya
hemos asistido a determinadas utilizaciones no tan genero-
sas por parte de administraciones públicas, y de otras insti-
tuciones, del voluntariado social. En cualquier caso, es-
pero me confirme con sus palabras y con la práctica de este
Ministerio que el voluntariado social no debe servir para
eludir la responsabilidad del Gobierno respecto a la cober-
tura y satisfacción de las necesidades de todos estos colec-
tivos específicos. Es decir, se trata de poner en primer lu-
gar la acción pública, la acción del Ministerio y, en se-
gundo lugar, como complemento, la acción del volunta-
riado, de las ONG y, vengan de donde vengan, de todas
aquellas personas que quieran colaborar, pero de forma
subsidiaria y no principal. Sin duda alguna, éste también
será un criterio de valoración de los balances de gestión
que tenga que realizar su Ministerio ante esta Cámara, así
como ante la opinión pública y el electorado.

En último término, señor Ministro, hay luces y sombras
en su discurso. Se han oído muchas cosas últimamente y
algunas de ellas obtienen contestación, pero otras no. A
nosotros nos ha agradado oírle decir que no es usted neoli-
beral y hacer gala del carácter centrado de su persona y,
posiblemente, del Gobierno al que pertenece y de su par-
tido. Pero tenga en cuenta que es fácil estar centrado
cuando surgen tantas voces que les sitúan a ustedes en el
centro; voces que nos gustaría que, en función de ese ca-
rácter y de esa claridad, fueran desestimadas, fueran recha-
zadas, por su Gobierno y por usted en concreto. Sin em-
bargo, hasta ahora hemos visto desmentidos, pero por per-
sonajes con responsabilidades concretas en el Gobierno, o
de su entorno; se debería hacer algo más que desmentidos,
porque la alarma social que están generando es algo que no
propicia la convivencia en nuestro país ni el desarrollo de
las soluciones en torno a un clima de diálogo social.

Por consiguiente, creemos que debe seguir resistiendo
las presiones y, en cualquier caso, debe tener en cuenta
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que: presiones, haberlas haylas, pero que son en dos senti-
dos diferentes y que el ceder a las presiones de unos puede
generar el que se incrementen las presiones en sentido con-
trario. Me estoy refiriendo, lógicamente, a que nadie de-
sea, ni es algo natural —no lo es, no debe serlo— la gene-
ración de conflictos sociales y la generalización de estos
conflictos, pero señor Ministro, para evitar eso tendrá que
estar avispado con las presiones que le vienen en el sentido
contrario de las de los agentes sociales que, dicho sea de
paso, son muy comedidos a la hora de plantear sus reivin-
dicaciones.

Por tanto, señor Ministro, en el Grupo de Izquierda
Unida tendrá usted una ayuda para todo aquello que vaya a
favorecer el mantenimiento del Estado del bienestar, de las
políticas de prestación social, el mantenimiento e incre-
mento de los servicios sociales en función de las necesida-
des crecientes de una población de finales de siglo. Tam-
bién va a tener usted nuestra ayuda si estima conveniente
reorientar las políticas de creación de empleo con otro tipo
de filosofía y otro tipo de políticas económicas más ade-
cuadas, al menos desde nuestro punto de vista, que de al-
guna forma le he sugerido, pero también va a tener la
ayuda de nuestro control, de nuestra crítica, que será se-
rena, que será constructiva en todo caso, pero que será ra-
dical y contundente en la medida en que entendamos que
las políticas de su Ministerio no van a favorecer la solución
de los problemas que en este momento tiene la creación de
empleo en nuestro país, como también los tienen los traba-
jadores, los empresarios y, sobre todo, las capas más des-
favorecidas de nuestra población.

El señor PRESIDENTE: Una vez que han intervenido
los portavoces de los dos grupos parlamentarios que ha-
bían solicitado la comparecencia del señor Ministro, con el
fin de ordenar el debate, quisiera conocer el deseo del se-
ñor Ministro de contestar a los dos grupos que han solici-
tado la comparecencia o de hacerlo globalmente, una vez
que intervenga el resto de los grupos.

El señor MINISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS
SOCIALES (Arenas Bocanegra): Señor Presidente, salvo
que lo consideren imprescindible los dos grupos que han
intervenido, me gustaría contestar a la globalidad. Si lo
considerasen imprescindible me sometería, por cortesía
parlamentaria, a sus deseos, pero me gustaría contestar a la
globalidad, si es posible.

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro contestará
al final, globalmente, a cada grupo.

Por el Grupo Mixto tiene la palabra el señor Vázquez.

El señor VAZQUEZ VAZQUEZ (don Guillerme):
Para una intervención breve.

En primer lugar, como es de rigor, quiero felicitar al se-
ñor Ministro por su nombramiento. Desde el Bloque Na-
cionalista Galego debo decirle que en lo que usted ha ex-
presado respecto a su intención de conseguir empleo esta-
ble, bienestar ciudadana y solidaridad, desde luego contará
con nuestro apoyo. En todo caso, a mí me parece que su in-

tervención ha sido una declaración de intenciones y, como
se suele decir, por sus hechos lo conocerán. Quiérese decir
que habrá que esperar a ver en qué se concretan este tipo de
declaraciones de intenciones.

A mí me preocupa una cosa y es que no sé si última-
mente se habla con demasiados eufemismos. No sé si esta-
mos hablando por hablar al referirnos a una política de em-
pleo sin cuestionar de alguna manera la política econó-
mica. Digo esto porque soy Diputado por una provincia,
por un país, y no estoy muy seguro si con la política eco-
nómica que se pueda hacer en este momento conseguire-
mos disminuir el paro. La pregunta que hago es si los sec-
tores productivos que tenemos en Galicia, que no pueden
desarrollarse para producir más, donde se cierran empresas
públicas y no se consiguen buenas vías de comunicación
para hacer una economía competitiva, pueden generar más
empleo.

Usted mismo afirmó que estamos en la más grave crisis
de empleo desde los años treinta. También hizo referencia
a cosas que a mí sí me gustaría que se aplicaran, como que
no se puede admitir la competencia sin más —es decir, lle-
gar a la competencia en estado salvaje porque debería ha-
ber límites a eso— y que la tendencia actual no parece que
vaya en el sentido de disminuir ese tipo de situaciones sino
de aumentarlas. Digo esto porque, por un lado, asistimos a
declaraciones, en general, de buenas intenciones, no ya
sólo suyas, sino que prácticamente son de todo el mundo,
referidas a luchar contra el desempleo, mantener la protec-
ción social, preocuparse por jóvenes, mujeres, todo ese
tipo de cuestiones sobre las que se habla una y otra vez.
Por otro lado, también asistimos a una realidad que camina
justo en sentido contrario. Asistimos a declaraciones, in-
cluso a medidas, que avanzan en eso que se llama flexibi-
lizar el empleo, abaratar el despido. Se nos afirma también
que, por ejemplo, la Seguridad Social, no se puede mante-
ner tal como está, lo cual es muy llamativo; que hay que
caminar a sistemas de pensiones privados, que la protec-
ción social necesariamente disminuirá; incluso se habla de
que el Estado debe estar reducido a su mínima expresión y,
por lo tanto, volver a los tiempos en que el mercado por sí
mismo se regule o tome las medidas que sean necesarias,
sin que el Estado intervenga para nada. Creo que si no
cambia la situación cada vez habrá más desempleo, más
marginación y exclusión social, etcétera.

Las tendencias que había en Europa de ese modelo de
capitalismo social creo que en este momento se están
abandonando, y estamos pasando a una situación en la que
se va sacralizando más y más un modelo, donde se nos ha-
bla que la internacionalización de la economía es algo ine-
vitable, que la competencia debe primar sobre todo; se ha-
bla de la desregulación del mercado de trabajo, de la des-
localización de empresas, de este tipo de cuestiones que en
la práctica, por decirlo sin tanta teoría para llevarlo a la
práctica, nos llevan a situaciones como que determinadas
empresas cada vez producen en terceros países más barato
y a costa —hay que decirlo también porque estos términos
ya no están de moda ni se emplean— de la explotación
brutal de los trabajadores en esos lugares. Para adaptarse a
esas situaciones aquí hay que hacer prácticamente lo
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mismo: cobrar menos, bajar los salarios, etcétera. Digo
esto porque luego, cuando se acepta como algo inevitable,
uno puede oír en los medios de comunicación informacio-
nes acerca de que en tal país se pagan 14 pesetas la hora y
eso no se puede tolerar y deberíamos boicotear la compra
de ese tipo de productos, o sea poniendo nosotros mismos
cara de póker ante este tipo de situaciones como si no fuera
con nosotros.

Creo que si no hay un cambio en la tendencia actual —lo
digo así con toda tranquilidad y ojalá me equivoque— la si-
tuación no va a mejorar, sino que más bien va a empeorar y
que, por tanto, también eso hay que decirlo, la crisis que en
teoría se padece descargue cada vez más sobre los trabaja-
dores, que sean éstos los que paguen y apenquen con lo fun-
damental de esa crisis. Esta es una percepción que uno tiene,
no sé si acertada o equivocada, el tiempo nos lo dirá, pero
tiempo tendremos de discutir este tipo de cuestiones y, desde
luego, sí que le deseo éxito en sus intenciones de conseguir
que hay empleo estable, bienestar ciudadano y solidaridad
en nuestra sociedad.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra a continua-
ción el portavoz del Grupo Parlamentario Coalición Cana-
ria don Paulino Rivero.

El señor RIVERO BAUTE: En primer lugar le deseo
suerte al señor Ministro al frente de su gestión para estos
próximos años en un Departamento tan complejo como el
de Trabajo y Asuntos Sociales. También quiero pedir dis-
culpas tanto al señor Ministro como al resto de SS. SS.,
porque no he podido estar en la primera parte de su inter-
vención dado que, como perteneciente a un grupo pe-
queño, he tenido que cubrir otros frentes en la Comisión de
Fomento.

No he escuchado la exposición del señor Ministro, pero
sí he leído de forma rápida y con mucha atención su inter-
vención ante la Comisión. En la línea de lo expuesto por el
señor Ministro, nosotros valoramos muy positivamente los
primeros pasos que se han dado al frente del Ministerio y
que, básicamente, han estado orientados en dos pilares im-
portantes que nosotros consideramos que son vitales para
mejorar nuestra actual situación de alta tasa de paro en el
Estado. Primero, el diálogo social. Entendemos que esa
predisposición mostrada por el Ministro al diálogo en su
toma de posesión es un factor que en estos momentos no-
sotros valoramos positivamente.

En segundo lugar, caminar hacia la concertación so-
cial. Creemos que ésa es la línea del diálogo encaminada
a la búsqueda de la concertación social, que debe llevar al
país a salir de la difícil situación que atravesamos en es-
tos momentos. Estas líneas están básicamente entronca-
das en dos de los compromisos que el Presidente Aznar
insistió más en su discurso de investidura y que están en
la línea también de lo que era el programa de gobierno de
cara a las elecciones de Coalición Canaria, compartido
con otras fuerzas políticas de apoyo al Partido Popular
para esta legislatura. Esas dos líneas son la lucha deci-
dida contra el desempleo y mantener el actual Estado del
bienestar.

De momento celebramos desde Coalición Canaria las
medidas adoptadas por el Consejo de Ministros el 7 de ju-
nio. Esas medidas, que nosotros entendemos que están
orientadas a dinamizar la economía española, sobre todo
en lo que se refiere a la reducción de escalas fiscales de
empresarios y trabajadores autónomos, necesariamente
tienen que conducir a un mayor ahorro e indefectiblemente
tiene que llevar a una mayor inversión y, por lo tanto, a la
generación de puestos de trabajo.

Un segundo aspecto de ese acuerdo al que hago refe-
rencia del Consejo de Ministros de 7 de junio es la apro-
bación de los incentivos a la contratación de desemplea-
dos mayores de 45 años. Es éste un aspecto importante,
porque nos estamos refiriendo a un colectivo de ciudada-
nos españoles de más de un millón y es ésta una posibili-
dad de reinsertarlos al mundo del trabajo en una edad di-
fícil, compleja, en la que es bastante difícil ser un trabaja-
dor atractivo para las empresas, salvo que se creen incen-
tivos en la línea de los aprobados por el Consejo de Mi-
nistros.

Por ello, demandamos desde Coalición Canaria que se
mantengan esas líneas de actuación, cuyos primeros pasos
ha comenzado a dar el Ministerio, de diálogo entre los
agentes sociales. Ese diálogo con los agentes sociales debe
llevar, en la medida que sea posible —entendemos que de-
ben hacerse todos los esfuerzos—, a adquirir los compro-
misos necesarios con empresarios, sindicatos y el propio
Gobierno en aras de llegar a esa anhelada concertación so-
cial.

Nosotros apostamos desde Coalición Canaria por llegar
a fraguar un acuerdo estatal por el empleo. Entendemos
que es necesario realizar políticas coordinadas que nos lle-
ven a ese acuerdo estatal por el empleo que nos permita
afrontar altas tasas de desempleo que en este momento nos
sitúan en ese no deseable primer puesto entre los países de
la Unión Europea.

Sugerimos al Ministro como prioridad la constitución
de la conferencia sectorial del trabajo. Creo que tenemos
experiencia en el Estado español por la conferencia de ser-
vicios sociales y a lo largo de los años se ha visto lo posi-
tivo que es realizar políticas coordinadas entre la Adminis-
tración central, comunidades autónomas y corporaciones
locales. Esta línea de coordinación debe llevarnos a la uti-
lización de los recursos y a territorializar las acciones que
consideramos extraordinariamente positivas en aras de
conseguir los objetivos que se ha marcado el Ministerio.

Uno de los primeros frutos de esa conferencia sectorial,
ya lo ha apuntado el Ministro en la exposición que ha he-
cho a la Comisión, es el traspaso de las competencias del
Inem a las comunidades autónomas. Nosotros no sola-
mente lo celebramos y lo compartimos porque esté en la lí-
nea de los acuerdos a los que han llegado Coalición Cana-
ria y el resto de las fuerzas políticas con el Partido Popular
para darle apoyo en esta legislatura, sino que entendemos
que el Inem se ha convertido en un mastodonte adminis-
trativo poco eficaz y que no ha sido capaz de coordinar las
distintas políticas de empleo en las comunidades autóno-
mas, y en este sentido el que desde las propias comunida-
des autónomas se puedan impulsar, se puedan coordinar
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las políticas gestionando el Inem, puede y debe ser eficaz
en la lucha contra el desempleo.

Asimismo, esta conferencia sectorial del trabajo servi-
ría para reforzar acciones tan importantes como la forma-
ción continua, sobre todo las que se desarrollan en materia
laboral. Hay que poner en común las diversas iniciativas
de formación que se realizan en el Estado y mantener el
principio de caja única de los recursos con un instrumento
de solidaridad interterritorial; habrá que buscar fórmulas
que permitan, además de la necesaria formación de los tra-
bajadores autónomos, los del sector agrario.

Entendemos que tanto el sector de los trabajadores au-
tónomos como el de los agrarios ha estado desatendido en
la línea de la formación continua y poco eficaces serán las
políticas incentivadoras o creadoras del fortalecimiento de
los autónomos si, al propio tiempo, no se lleva a cabo una
labor formativa importante para poder luchar contra el de-
sempleo.

A nuestro juicio, una de las lacras más importantes a las
que está conduciendo el alto porcentaje de desempleo que
tiene el país es el crear importantes bolsas de pobreza en el
Estado. Para luchar contra la pobreza, no hay otra fórmula
en este momento que la de recursos y la de recabar la soli-
daridad de todos. Incluso aquí apostamos claramente por
realizar un plan global de lucha contra la pobreza en el que
se recabe la solidaridad de la Unión Europea para intentar
que tenga el fin que todos nos proponemos.

Uno de los aspectos de esa lucha contra la pobreza, que
hasta ahora se ha demostrado como un instrumento eficaz,
es el plan concertado de servicios sociales, donde la acción
coordinada entre la Administración central, comunidades
autónomas y las corporaciones locales ha hecho ver que
ésta es una línea loable y que debemos fortalecer en estos
próximos años.

En Canarias, señor Ministro, el problema del paro y la
pobreza es aún si cabe muchos más agudo que en el resto
del territorio nacional. La economía canaria crece y lo hace
a un ritmo igual o superior a las comunidades que más cre-
cen en el resto del territorio nacional, pero cada año se in-
corporan al mundo del trabajo, o entran en edad de incor-
porarse al mundo del trabajo en Canarias, alrededor de
10.000 jóvenes. Esto hace que, por mucho que crezca
nuestra economía, sea imposible poder absorber esta mano
de obra joven que se incorpora al mundo del trabajo. Las
cifras son muy contundentes, porque, de un millón y me-
dio de habitantes que tiene en este momento el territorio
canario, aproximadamente 500.000 están por debajo de los
treinta años. Esto hace muy difícil que esos puestos que se
van creando en Canarias puedan absorber esa importante
mano de obra.

Por otra parte, un problema importante también que te-
nemos en Canarias —y creo que no se escapa al conoci-
miento de SS. SS.— es la falta de cualificación, de forma-
ción de nuestra gente para ser competitivos con esos pues-
tos que se están creando; fundamentalmente el sector turís-
tico crea un importante número de puestos de trabajo que
son ocupados por inmigrantes de la Unión Europea por la
falta de cualificación, la falta de formación que tiene la ju-
ventud canaria para ser competitivos en estos puestos.

En ese ánimo de formación, de cualificación de nuestra
gente, está sustentado el PIEC, que ha sido fruto del diá-
logo social, del acuerdo social entablado en Canarias hace
unos años entre empresarios, sindicatos, universidades.
Del PIEC (Plan Integral de Empleo Canario) tiene conoci-
miento el Parlamento del Estado, y en el debate del estado
de las autonomías, llevado a cabo en el Senado, tuvo el re-
conocimiento de esa diferencia, en este caso negativa, de
Canarias y ha encontrado la solidaridad de todos los gru-
pos para poder combatir ese déficit, esa carencia que tiene
Canarias en este momento.

En esa línea, valoramos positivamente que en la expo-
sición del Ministro se haya recogido esa vieja reivindica-
ción de Canarias que, más que un aspecto localista o de un
acuerdo de dos partidos para llegar a una fórmula de go-
bierno, es una situación de justicia ya reconocida por el
resto de las formaciones políticas en la Cámara.

El señor PRESIDENTE: Tiene a continuación la pala-
bra el portavoz del Grupo Nacionalista Vasco, don Emilio
Olabarría.

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Ministro,
hago mías las palabras de salutación y de protocolo de los
compañeros que me han precedido en el uso de la palabra
y también le deseo suerte en un Ministerio difícil que a us-
ted le ha tocado la suerte de tener que gestionar y que, ade-
más de ser difícil, no tiene tampoco el brillo rutilante de
otros ministerios como son los económicos o los de justi-
cia e interior. Yo creo que usted, con su capacidad, incluso
como comunicador, por utilizar esta expresión, está en
condiciones de conseguir regenerar un poco la calidad, la
perspectiva de imagen de un ministerio cuyas competen-
cias no se conocen bien, cuya relevancia en la vida social
es de una gran dimensión, pero no es así percibido por los
ciudadanos, y al que hay que revalorizar políticamente, se-
ñor Ministro. Le deseo suerte también en este ámbito y le
creo en condiciones idóneas de acometer esta importante
función.

He escuchado con atención sus palabras y he escuchado
con atención las palabras de los demás portavoces que han
intervenido —palabras relevantes—, y han tenido una di-
mensión económica de cierta notoriedad. Ha sido un de-
bate en gran parte económico el que se ha articulado aquí,
y yo, entre las expresiones que he escuchado, me quedo
con una del portavoz de Izquierda Unida —me ha parecido
interesante y relevante, y es una obviedad, en cierto modo
también, desde la perspectiva de la ciencia económica—
cual es la de que el crecimiento económico no garantiza el
crecimiento del empleo, eso es verdad, si además no se
acometen reformas estructurales que la economía pueda
requerir, como pueden ser rigideces en el mercado del tra-
bajo, que hay que remover, como pueden ser liberalización
de mercados que funcionan en régimen de monopolio, oli-
gopolio, ajenos a la libre competencia, como pueden ser
algunas de las medidas de liberalización de la economía
que su Gobierno acaba de aprobar en un reciente Consejo
de Ministros, como pueden ser otras que se tienen que
aprobar. Se les olvida siempre a los representantes de Iz-
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quierda Unida, no sé por qué, decir que, sin embargo, el
crecimiento económico sí es una condición inevitable e in-
dispensable para conseguir el crecimiento del empleo. No
creo que sea un lapsus lingüe freudianoideológico, segura-
mente es un mero olvido, una mera no consideración de
que se tiene que decir en este momento, pero la perspectiva
del crecimiento económico tiene que ser una perspectiva,
un objetivo absolutamente indispensable para lograr creci-
miento del empleo, coordinado, armonizado con estas
otras medidas de actuación económica que consensuada-
mente tenemos que ir acometiendo entre todos y, funda-
mentalmente, el Gobierno.

Esto me lleva ya al problema del empleo, señor Minis-
tro, que es el que requiere atención prioritaria por parte de
todos los portavoces, y aquí usted utiliza una expresión
que yo no entiendo bien, que yo no soy capaz de compren-
der bien, cual es la necesidad de acometer nuevas moder-
nizaciones o complementarias modernizaciones del mer-
cado de trabajo. Nos gustaría saber conceptualmente qué
significa esto, porque ésta no es una cuestión baladí, desde
luego, aunque se endosen al pacto social los elementos
conceptuales que han de servir de fundamento a estas mo-
dernizaciones. Estas no son palabras neutras, en términos
del derecho del trabajo, del derecho laboral, o en términos
de la política que se gestiona en este ámbito, en el ámbito
de esta Comisión de Política Social y Empleo. Es más, la
modernización puede tener interpretaciones alternativas
diversas y no todas asumibles ni desde una perspectiva de
requerimientos constitucionales que son muy claros en
nuestra Constitución. Modernización desde la perspectiva
de su Ministerio, señor Ministro, significa que hay que
acometer nuevas desregulaciones del mercado del trabajo
o del derecho del trabajo, o privar al derecho del trabajo de
algunas de sus esencias axiológicas, como son su carácter
tuitivo, su carácter protector del trabajador, puesto que el
trabajador en el momento de concertar su relación contrac-
tual con el empresario no está en una situación de igualdad
jurídica ni económica, sino en una situación de subordina-
ción, tanto jurídica como económica. Privar hoy, relativi-
zando alguna de las esencias tuitivas que justificaron el
propio nacimiento del derecho del trabajo, ¿significa pro-
veer de más dimensión todavía la negociación colectiva?
El Partido Socialista, o el Gobierno Socialista y con el con-
senso de distintos grupos, presentó varios proyectos de ley
de reforma del mercado del trabajo que consistían esen-
cialmente en fortalecer la negociación colectiva laboral.
De hecho, en lo que consistía era en atribuir a la negocia-
ción colectiva laboral 37 nuevas materias consideradas
hasta el momento de derecho necesario, de derecho indis-
ponible y que en ese momento se transformaban en mate-
rias de derecho disponible y susceptibles de ser negociadas
en convenios colectivos. Esta negociación, o la negocia-
ción colectiva que se ha articulado tras la reforma laboral,
no ha realizado o no ha acometido, desgraciadamente en
mi opinión y afortunadamente en opinión de otros segura-
mente, todos estos elementos de reforma que a la negocia-
ción colectiva se atribuyeron, que a los interlocutores so-
ciales se atribuyeron definitivamente a través del instru-
mento de la negociación colectiva. La liberalización o la

remoción de algunas de las rigideces que se pensaba hacer
a través de ese procedimiento, desgraciadamente, en mi
opinión, no se está haciendo a través de la negociación co-
lectiva. Y desde esa perspectiva, la pregunta, señor Minis-
tro, sería: ¿cómo se piensa implementar una aplicación
más eficiente de la reforma laboral, en definitiva, en los
ámbitos aquellos que suponen una desregulación del dere-
cho del trabajo, atribuyendo a los interlocutores sociales, a
través de los convenios colectivos, la remoción de algunas
de las rigideces que, efectivamente, están impidiendo que
el crecimiento económico se transforme en creación de
empleo en este país? Y ésa sería la primera cuestión sobre
la cual nos gustaría que usted proporcionara explicaciones
más prolijas, más detalladas y, sobre todo, que nos dijera si
piensa continuar con reformas laborales o con presenta-
ción de proposiciones o de proyectos normativos que su-
pongan nuevas reformas laborales, sobre todo —y esto es
lo que más se discute en este momento en el ámbito de los
medios de comunicación, por lo menos, y de los interlocu-
tores sociales— en el ámbito del despido, que parece ser la
gran cuestión en este momento, y si usted baraja concep-
tualmente la posibilidad de ir buscando nuevas fórmulas
contractuales, como la del denominado contrato estable, o
nuevas fórmulas que prevean la disminución o la modera-
ción de lo que algunos califican excesivo precio, excesivo
valor del despido en nuestro país, también como elemento
de pretendida dinamización de la economía. Nos gustaría
conocer desde esta perspectiva cuáles son sus procedi-
mientos en estos ámbitos y también, en el ámbito de los
despidos colectivos, si usted estima que se deben incorpo-
rar nuevos elementos a la ya muy reciente —la última re-
forma laboral— regulación jurídica de los despidos colec-
tivos.

Ha comentado también que entre sus propuestas está re-
formar los llamados contratos en prácticas y de aprendizaje.
Me gustaría saber si, en relación al contrato de aprendizaje,
las reformas que su Ministerio va a propugnar van a ser re-
formas basadas en su dignificación y en su ajuste a requeri-
mientos jurídicos que, en mi opinión, la reforma laboral
presentada por el Partido Socialista no respeta en materia
salarial y en materia de protección de contingencias socia-
les, en definitiva, de cobertura social. La dignificación del
aprendizaje, desde estas perspectivas, y que por lo menos el
salario sea el de convenio colectivo o que también los nive-
les de protección social sean los previstos en los convenios
colectivos para los trabajadores de los sectores económicos
que requieran la contratación de aprendices.

En los proyectos normativos, señor Ministro, yo no le
he escuchado si está entre las líneas o entre los objetivos de
su Ministerio presentar un proyecto de ley regulador del
ejercicio del derecho de huelga. Usted sabe cómo en mate-
ria de huelga todavía estamos con normativa preconstitu-
cional. Yo no considero que, en un Estado donde la vigen-
cia de la Constitución es ya de 18 años, puedan estar toda-
vía en materias y en derechos de tal dimensión y de tal re-
levancia jurídica configurados y fundados en normativa
preconstitucional —en el Real Decreto-ley de 1977—, y
me gustaría saber cuáles son las pretensiones de su Minis-
terio, y si es la que yo sospechar de endosar también al
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pacto social, a la negociación con los interlocutores la po-
sible regulación, y vamos a acabar de jugar como el gato y
el ratón con la presentación de los proyectos de ley, y luego
su retirada del Parlamento de la regulación jurídica y pos-
constitucional del derecho de huelga. A mí nunca me han
parecido bien estas jugarretas consistentes en que, cuando
los interlocutores sociales incrementaban el nivel de su crí-
tica a la política económica del Gobierno, casi como res-
puesta desde el Gobierno se presentaba un proyecto de ley
regulador del derecho de huelga, y si esto tenía el efecto
dulcificador pretendido de moderar o dulcificar las críticas
de los interlocutores sociales, por argucias reglamentarias
u otras, se retiraba ese proyecto de ley regulador, aten-
diendo a ese axioma de algunos interlocutores sociales
consistente en decir que el mejor derecho de huelga o la
mejor ley de huelga es la que no existe. Me gustaría saber,
en definitiva, si vamos a plantearnos más en serio en esta
legislatura este importante problema constitucional —por-
que es un problema constitucional—, y si entre sus pro-
yectos normativos está la presentación de un proyecto re-
gulador de este importante derecho, tanto para los trabaja-
dores como para todos los ciudadanos en su consideración
más colectiva.

En materia de formación profesional, me parecen muy
bien las referencias que ha hecho, señor Ministro; yo creo
que sintonizan con lo que se debe hacer, con lo que se está
haciendo en los países que mejor están configurando la
formación profesional en este momento. En materia de
formación de trabajadores ocupados, en la formación pro-
fesional continua, sólo me gustaría saber una cosa: si va  a
haber el año que viene más de un acuerdo interprofesional,
si desde el Gobierno se va a atender presupuestariamente
la existencia de esos diversos o más de un acuerdo profe-
sional, o si vamos a seguir soportando lo que está suce-
diendo con la Forcem en estos momentos, que legítima y
legalmente se niega a transferir los fondos presupuestarios
que la existencia de un acuerdo en Euskadi sobre forma-
ción profesional continua está requiriendo. Nos gustaría
saber si este problema se va a solucionar.

El nuevo artículo 84 del Estatuto de los Trabajadores,
como usted sabe, señor Ministro, da la misma relevancia
jurídica a los acuerdos interprofesionales de ámbito estatal
que a los acuerdos interprofesionales de ámbito inferior al
del Estado, de ámbito autonómico en este caso. Dice más
el artículo 84, por lo cual yo quiero felicitar a los autores
de la reforma; dice que, en caso de concurrencia de acuer-
dos colectivos, incluso prevalecen, sistema de concurren-
cia contraria al previgente, los acuerdos colectivos de ám-
bito inferior al estatal a los acuerdos colectivos de ámbito
superior al estatal. En este momento, desde la FORCEM
española se está cometiendo un auténtico acto de desa-
fuero, un acto de ilegalidad, un acto posiblemente delic-
tivo, impidiendo el cumplimiento de requerimientos que
están claros en el derecho del trabajo, en el Estatuto de los
Trabajadores y que están claros en el derecho presupuesta-
rio, en la disposición adicional segunda del Real Decreto-
ley que luego prorrogó los Presupuestos Generales en este
momento vigentes. Nos gustaría saber cuál es el talante y
la predisposición del Ministerio, ante la eventualidad de

que puedan existir el año que viene más de un acuerdo, po-
siblemente dos, en virtud de la configuración de los inter-
locutores sociales en distintas comunidades autónomas,
para atender a la posible o eventual existencia de más de
un acuerdo interprofesional sobre formación profesional
continua.

En relación a la formación profesional ocupacional, se-
ñor Ministro, si le he entendido bien, usted va a desagregar
del Instituto Nacional de Empleo esta competencia, la va a
dar una dimensión mayor, la va a integrar un poco en el sis-
tema educativo y un poco también en las políticas de ac-
ción formativa que se articulen desde el Ministerio de Tra-
bajo.

Le aconsejaría, señor Ministro, que en esto tenga un ta-
lante muy abierto, muy negociador, muy flexible intelec-
tualmente, no sólo con los interlocutores sociales, que lo
debe tener, sino también con los demás grupos parlamen-
tarios. Le aseguro que algunos, los que pertenecemos a al-
gunas comunidades autónomas donde se está actuando, yo
creo que con razonable eficiencia, en esta materia, estare-
mos en condiciones de hacerle aportaciones muy sugeren-
tes sobre cómo se debe configurar la formación profesio-
nal ocupacional, es decir, la formación profesional desti-
nada a trabajadores sin empleo, que es la que nos debe pre-
ocupar también prioritariamente.

Sin embargo, señor Ministro, no le he entendido muy
bien qué va a suceder con el Inem como institución, como
organismo. Parece que se van a desagregar sus competen-
cias, privándole de forma muy notable de identidad admi-
nistrativa. Algunas de las competencias, si los elementos
de reforma que han sido comentados por usted son ciertos,
la del pago de prestaciones y su reconocimiento en con-
creto, pasarían a las entidades gestoras normales de la Se-
guridad Social, particularmente al Instituto Nacional de la
Seguridad Social. Lo que va a suceder con la formación
profesional ocupacional ya lo hemos comentado.

En cuanto al proceso de colocación, que ya está parcial-
mente desregulado también, ya no es un monopolio insti-
tucional o administrativo de la autoridad laboral, puesto
que ésta y el Inem tienen que competir, entrecomillando la
expresión, con agencias privadas de colocación y con em-
presas de trabajo temporal, nos gustaría saber de forma
más concreta y pormenorizada qué va a suceder con el pro-
ceso de colocación, como competencia pública administra-
tiva, y si parcialmente lo va a seguir siendo, o si se va a
desproveer a la autoridad laboral, la autonómica o la esta-
tal (nosotros estimamos que ésta es una competencia auto-
nómica clara, no discutible en cuanto a títulos competen-
ciales estatutarios) absolutamente, o cuasi absolutamente
de competencias en esta materia que, en mi opinión tiene
que tener siempre, y ya le adelanto la opinión de mi grupo
parlamentario, un componente publicista o administrativo.
Esta no tiene que ser nunca una función exclusivamente
privada y absolutamente desregulada. En todo caso, sí
quiero felicitarle por el anuncio que ha hecho de transfe-
rencia de esta competencia a las comunidades autónomas
que tienen título competencial en la materia.

En cuanto a las demás materias, señor Ministro, nos
gustaría saber (y los grupos nacionalistas ya sabe que
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siempre hacemos este tipo de preguntas, y sin ánimo de
molestar, además; lo hacemos con espíritu honesto, la mi-
rada franca y sin ningún tipo de reserva mental, sin más
que el puro conocimiento y la pura reivindicación de algo
que está en la Constitución, y no tendrían que considerarse
por nadie como excéntricas estas solicitudes de opinión, de
información y estas pretensiones) qué piensa usted res-
pecto a otras competencias que, en opinión de mi grupo
parlamentario, tienen que ir negociándose y transfirién-
dose.

Hay títulos competenciales en estatutos de autonomía,
como el Catalán y el de Euskadi, artículo 18, artículo 41,
disposición transitoria segunda del Estatuto de Autonomía
de Euskadi, por ejemplo, que posibilitan la transferencia
de entidades administrativas de dependencia tutelar o di-
recta del Ministerio de Trabajo, como pueden ser las enti-
dades gestoras de la Seguridad Social que, si bien se finan-
cian parafiscalmente con cotizaciones y cuotas, se pueden
transferir también mediante la utilización, no de la fórmula
del concierto económico, pero sí de la fórmula de conve-
nios económicos ad hoc que permitan la transferencia de
los entes administrativos, pero también la competencia de
financiación, en definitiva, mediante la recaudación de las
exacciones parafiscales que sirven para su financiación.

Comprendo que éste es un debate inmaduro todavía, se-
ñor Ministro, y es adelantarse mucho a los acontecimien-
tos sociales y a las posibilidades políticas que estamos en
condiciones de considerar como razonables en este mo-
mento. Pero nosotros vamos a seguir indagando, porque
tenemos la legitimidad que nos da el Título VIII de la
Constitución y diversos preceptos de nuestro estatuto de
autonomía.

Lo que no puedo comprender, y todavía nadie me ha ex-
plicado razonablemente, es por qué todo aquello que no se
financia con presupuestos generales del Estado, con fisca-
lidad o con tributos, o como se quiera llamar, sino que se
financia de forma parafiscal a través de cuotas o cotizacio-
nes obligatorias, es por su propia naturaleza intransferible.
Igual usted lo sabe, igual lo sabe alguien aquí. A mí nadie
me ha podido explicar todavía si esto es por la natura re-
rum, por la esencia de las cosas. Si todo lo que se financia
parafiscalmente es intransferible, entonces que se me ex-
plique por qué hay en la Constitución y en algunos estatu-
tos de autonomía títulos competenciales que posibilitan la
transferencia de entidades como el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, como la Tesorería, como el Instituto So-
cial de la Marina, como el Fogasa, como el propio Instituto
Nacional de Empleo, que también tiene un componente de
financiación parafiscal, y como otros órganos cuya finan-
ciación se basa en la parafiscalidad. En definitiva, hablare-
mos más despacio de todo esto en el contexto de las discu-
siones del Pacto de Toledo.

Una última reflexión, señor Ministro. Estamos dispues-
tos a comprometernos hasta el final con el desarrollo del
Pacto de Toledo y con la mayor lealtad posible. Pero una
cosa le quiero decir, señor Ministro: el artículo 41 de la
Constitución española admite una exégesis que, en mi opi-
nión, es absolutamente indiscutible, que consiste en la afir-
mación de los siguientes principios. Primero, que el sis-

tema de protección social del Estado español tiene que ser
público. Y que sea público quiere decir, aunque parezca
una palabra tautológica, que no puede ser privado. En se-
gundo lugar, tiene que ser suficiente. Quiere decir que
tiene que ser suficiente cuantitativamente. Y tiene que ser
también suficiente cualitativamente, y me estoy refiriendo
desde esta perspectiva a las condiciones de acceso o perío-
dos de carencia que se deben cubrir para llegar a la protec-
ción de las distintas contingencias que el sistema público
de Seguridad Social protege. En tercer lugar, se puede de-
ducir del artículo 41 de la Constitución que tiene que ser
universal, que no hay un solo ciudadano del Estado espa-
ñol, y éste es otro de los paradigmas del Estado del bienes-
tar que entre todos nos tenemos que comprometer a defen-
der, que se vea fuera de los ámbitos de protección previs-
tos por el sistema público de Seguridad Social. Y en cuarto
lugar, tiene que ser irregresivo, señor Ministro. Esto quiere
decir que cualquier reforma legislativa que se acometa
tiene que respetar el sistema de protección previgente. Po-
drá incrementarlo, podrá mantenerlo en el mínimo de los
casos, pero no puede nunca reducirlo, ni desde la perspec-
tiva de la cuantía de la protección, ni desde la perspectiva
de las condiciones de acceso a las contingencias protegi-
das. Con esos presupuestos, señor Ministro, cuente con no-
sotros. Vamos a ir hasta el final, porque no es fácil.

Me ha sorprendido lo que el representante del Bloque
Gallego decía sobre que se está comentando, como cosa
sorprendente, cómo se va a reformar el sistema ya que no
se puede mantener el sistema de Seguridad Social tal como
está. ¡Claro que no se puede mantener el sistema de Segu-
ridad Social como está! Para eso se ha hecho un Pacto de
Toledo con todos los grupos parlamentarios, para ver cómo
se tiene que reformar para que se puedan mantener los
principios axiológicos o fundamentales de este sistema.
Pero esos principios son  indiscutibles, señor Ministro, y si
todos nos comprometemos con lealtad al respeto de estos
principios, puede contar con nuestro grupo parlamentario
para garantizar, y eso es ya mucha pretensión, la cobertura
para el futuro de nuestro sistema de pensiones.

El señor PRESIDENTE: A continuación, tiene la pala-
bra el portavoz del Grupo Catalán (Convergència i Unió),
señor Campuzano.

El señor CAMPUZANO I CANADES: El Grupo par-
lamentario Catalán también se une a las felicitaciones del
resto de los grupos parlamentarios deseándole suerte. En-
tendemos que el Gobierno ha puesto al frente de un Minis-
terio sensible e importante, como se destacaba ahora, a un
seductor. (Risas.) Nos parece que hay que seducir al con-
junto de la sociedad para llevar adelante las políticas que
se están reclamando. En este sentido, entendemos que su
seducción va a ser importante en esta Cámara y en la so-
ciedad.

Dicho esto, ha hecho usted afirmaciones que comparti-
mos. La obsesión por la generación de empleo y por acabar
con la precariedad no es tan sólo obsesión del Gobierno,
sino de todos los grupos políticos y también de todos los
grupos sociales y de los ciudadanos en concreto. Compar-
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timos con usted la idea de que ser solidario hoy es luchar
contra el paro. Por tanto, una política solidaria ha de ser
básicamente una política que entienda que la disminución
de los índices de paro y de precariedad es fundamental.
Compartimos también con usted que, sin lugar a dudas, la
política económica y social hoy tiene esta doble cara,
como el dios Jano. Por tanto, cualquier modelo de desa-
rrollo ha de tener estas perspectivas. En estas considera-
ciones generales coincidimos con lo expresado por el se-
ñor Ministro.

Nuestro grupo cree que en estos momentos hay que dar
pleno apoyo al diálogo social; la puesta en marcha de estas
mesas es, sin lugar a dudas, positiva. Por tanto, las propues-
tas de nuestro grupo parlamentario en materia de empleo,
que son conocidas por el Gobierno, por el resto de los gru-
pos políticos presentes en esta Cámara, así como por los
grupos sociales, se quedan en el cajón a la espera de que el
diálogo social llegue a buen puerto. Nuestra esperanza es
que este diálogo social llegue a buen puerto y que, por tanto,
cuando en esta Cámara discutamos lo que haya que discutir,
lo hagamos sobre la base de aquello que se haya podido
acordar con los agentes sociales. Nos parece que ésta es una
mecánica lógica que funciona en el conjunto de los países
democráticos occidentales, y en ello estamos. Si, final-
mente, este diálogo social no llega a buen puerto, el Go-
bierno y los grupos parlamentarios tendremos que asumir
nuestras responsabilidades y trabajar en la línea correcta.

Yo creo —como ha dicho anteriormente el señor Ola-
barría— que la reforma del mercado laboral de 1994 dio
posibilidades a los agentes sociales para solucionar algu-
nas cuestiones importantes, pero que en estos años no ha
sido posible aprovechar todas aquellas posibilidades que
estaban en el ámbito de los agentes sociales para crear em-
pleo y para disminuir la precariedad de nuestro mercado
laboral.

Dicho lo anterior, me gustaría hacer dos comentarios
más. Hace pocos días, el Gobierno aprobó el decreto-ley
sobre medidas urgentes de carácter fiscal, de fomento y de
liberalización de la actividad económica, que, a nuestro
entender y en lo que hace referencia a las contrataciones de
nuevos trabajadores con carácter indefinido, para que no
computen en el cálculo del rendimiento neto de la activi-
dad empresarial acogido a módulos de IRPF, y a la intro-
ducción de la deducción de un millón de pesetas a las em-
presas no sujetas a módulos que contraten con carácter in-
definido a mayores de 45 años o minusválidos, son deci-
siones que van en la línea correcta. Son decisiones que us-
ted sabe que formaban parte también del proyecto filosó-
fico y político de nuestro grupo; que inciden en el colec-
tivo de las pequeñas y medianas empresas, que entende-
mos que son las principales creadoras de empleo, y que in-
ciden además, en una tendencia de discriminación posi-
tiva, en dos colectivos que, en línea con lo que se ha mar-
cado en la cumbre de Essen por parte de las instituciones
comunitarias y de otras experiencias que existen en otros
Estados de la Unión Europea y que van en buena direc-
ción. En esta línea, al margen del diálogo social, es nece-
sario que el Gobierno mantenga esta iniciativa y que se
tengan en cuenta otros sectores sociales.

También sería importante, y no tengo sensación de que
haya profundizado en esta cuestión el señor Ministro en su
primera intervención, que se avance hacia el apoyo de la
autoocupación o el autoempleo, no exclusivamente hacia
el empleo asalariado. Recordemos que un 20 por ciento de
la población activa del Estado español formaría parte de
este colectivo: microempresas, economía social organi-
zada en cooperativas y sociedades laborales. Nosotros le
proponemos que se estudie, y en todo caso ésta puede ser
una iniciativa de nuestro grupo parlamentario, la capitali-
zación del desempleo como fórmula para favorecer el em-
pleo autónomo. Nos parece que ahí existe la posibilidad de
liberalizar sectores importantes de nuestra economía y de
nuestra sociedad; que habría que plantearlo de manera que
no afectase a los recursos que hoy tiene el Inem, y, por
tanto, esta capitalización se podría situar entre el 60 o el 70
por ciento del subsidio que se perciba del Estado. Creemos
que es una medida que puede activar la generación de em-
pleo desde ese sector que hoy puede originar empleo.

Nuestro grupo parlamentario, en el ámbito del Ministe-
rio de Trabajo en sentido estricto, entiende que la aplica-
ción del principio de Administración única en Cataluña en
temas de trabajo, empleo y formación en básica y funda-
mental. Ese ha sido el elemento clave del acuerdo político
que hemos suscrito el Partido Popular y Convergència i
Unió. Voy a hacer un repaso de cinco cuestiones que son
primordiales para aplicar ese principio en el caso de Cata-
luña: el traspaso del Inem en lo que hace referencia a las
políticas de intermediación y empleo; los servicios de in-
termediación y de colocación; el registro de contratos; la
autorización de agencias de colocación, y una cuestión im-
portante, el reconocimiento del derecho a cobro de las
prestaciones. Nos parece que en Cataluña, el pleno tras-
paso del Inem pasa por que las 46 oficinas que existen y
los 1.600 funcionarios que trabajan en el Inem dependan
del Gobierno de la Generalitat, así como las políticas acti-
vas del Inem. Una política eficaz de lucha contra el paro en
Cataluña ha de pasar por que la Generalitat asuma compe-
tencias en el ámbito de las escuelas-taller, de las casas de
oficio, de las medidas de apoyo a las actividades empresa-
riales, para desempleo, etcétera. Creemos que este paquete
global es el que da sentido a la actuación eficaz del Go-
bierno de la Generalitat en estos temas. Hay que avanzar
en el traspaso de los conocidos como centros nacionales
dependientes del Inem. Hay que modificar la normativa vi-
gente con respecto al Fondo Social Europeo, para que la
Generalitat de Cataluña sea la oficina única de recepción y
registro de solicitudes y única instancia promotora en Ca-
taluña y hay que modificar la composición y las funciones
—creo que el Ministro lo ha dicho— del Consejo General
de la Formación Profesional, con participación de la Gene-
ralitat en el mismo. Creemos que este paquete de cuestio-
nes son las que dan sentido a que en Cataluña, en política
de trabajo, empleo y formación, el Gobierno de la Genera-
litat sea Administración única.

Por lo que hace referencia a la otra parte de su Ministe-
rio, al antiguo Ministerio de Asuntos Sociales, existe un
principio fundamental, que creo que todos los grupos par-
lamentarios de esta Cámara comparten que es el del man-
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tenimiento de la prestaciones sociales. Yo no voy a entrar
en la cuestión del Pacto de Toledo, pero en la anterior le-
gislatura se llegó a un acuerdo de base importantísimo, que
fue impulsado por nuestro grupo parlamentario, y tendre-
mos que encontrar las fórmulas parlamentarias, políticas y
gubernamentales que nos permitan continuar avanzando
en los principios constitucionales que nos parece que en
estos momentos nadie en el Estado español cuestiona.

Asimismo, en materia de asistencia social y servicios
sociales en general, hay que apostar también por el princi-
pio de Administración única. La eliminación de duplicida-
des creemos que es importantísima y, además, pensamos
que, en este sentido, hay que trabajar sobre una cuestión de
cuyo tratamiento en anteriores legislaturas por parte del
Gobierno socialista nosotros nos sentimos descontentos,
que es por la igualación de los servicios esenciales para to-
dos los ciudadanos. Nos parece que los recursos que reci-
ben no el Gobierno de Cataluña como unidad administra-
tiva sino los ciudadanos de Cataluña son claramente insu-
ficientes y discriminatorios para los problemas sociales
que hay planteados en nuestra sociedad. Y en estas dos
cuestiones, en la aplicación del principio de Administra-
ción única y en la aplicación de la idea de la igualación de
servicios esenciales, nosotros entendemos que las transfe-
rencias correspondientes a los centros especiales de tra-
bajo, a los colectivos, por tanto, de disminuidos, las trans-
ferencias del Inserso, el programa de vacaciones para las
personas mayores y el programa de termalismo, esencial
también para las personas mayores, son elementos básicos
para esta aplicación del principio de Administración única
en política social.

Quiero recordar que para nuestro grupo va a ser impor-
tante resolver en sentido positivo la reivindicación del 0,52
por ciento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas que los ciudadanos quieren destinar a otras finalida-
des. Son instrumentos necesarios para que el Gobierno de
Cataluña pueda desarrollar una política social eficaz de
cara a los problemas que tienen planteados nuestros ciuda-
danos.

Quiero exponer cuatro cuestiones muy puntuales, para
finalizar. Desearía saber si va a ser voluntad del Gobierno
modificar la actual Ley del Voluntariado. Nosotros enten-
demos que la ley aprobada en la anterior legislatura es una
ley profundamente equivocada, puesto que se aleja de las
inquietudes que hoy tienen, principalmente, los colectivos
del voluntariado. Pregunto al señor Ministro si tienen pre-
visto en su agenda —no lo ha dicho en su intervención—
desarrollar alguna legislación en relación a la integración
de los colectivos de emigrantes. Nos parece que la actual
legislación, especialmente la Ley de Extranjería, no ayuda
a esa integración. Nos gustaría conocer su opinión. Desea-
ría conocer si el Gobierno, especialmente desde su Minis-
terio, en relación al proyecto de ley que el Gobierno ante-
rior había elaborado para el reconocimiento de las parejas
de hecho, tiene alguna previsión al respecto. Para acabar,
en cuanto a la directiva comunitaria que crea el comité de
empresa a nivel europeo, le preguntaría el cuándo tienen
previsto realizar su aplicación a la legislación del Estado
español.

Finalmente, quiero insistir en lo que decíamos al princi-
pio todos los portavoces que estamos interviniendo. Este
es un Ministerio sensible, éste es un Ministerio que toma
decisiones que afectan de verdad al conjunto de los ciuda-
danos, y por tanto, en el esfuerzo que ha hecho usted esta
mañana en su primera intervención para situarse en un es-
pacio central en el que todos seamos capaces de encontrar
soluciones, va a encontrar, como siempre, el apoyo de
nuestro grupo parlamentario.

El señor PRESIDENTE: Por último, en este turno ob-
viamente, tiene la palabra el portavoz del Grupo Popular,
don Rafael Hernando Fraile.

El señor HERNANDO FRAILE: Señor Ministro,
quiero que mis primeras palabras sean, al igual que las de
los otros grupos, para felicitarle no sólo por su exposición
sino por su presencia hoy aquí y por su nombramiento al
frente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. En-
tenderán los demás portavoces de los grupos que mi felici-
tación sea más intensa que las suyas por la pertenencia del
señor Ministro a mi partido después de haber ocupado el
cargo durante trece años y medio un ministro socialista.
Por tanto, esto no sólo es una alegría, sino que, a la vista de
su exposición, entendemos que es un cambio trascendente,
que puede y debe convertirse en un cambio trascendente
no sólo para este Parlamento sino también obviamente
para el resto del país.

Usted ha establecido unas líneas generales de su Go-
bierno para el futuro y para esta legislatura basadas en el
discurso de investidura del Presidente y en tres temas fun-
damentales: el empleo, la protección social y la iniciativa
solidaria. Ha comenzado por el primero de los temas y ha
establecido una radiografía de la situación que implica que
nuestro país parte en el tema del empleo de una situación
que no es la más deseada, lo que hace que la creación de
empleo sea el objetivo prioritario para el Gobierno del Par-
tido Popular.

Se ha puesto aquí en evidencia por otros portavoces
que el crecimiento de producto interior bruto no es única
y exclusivamente lo que produce crecimiento en el em-
pleo, eso es evidente, porque en España, a pesar de que
nuestro crecimiento ha sido superior al de otros países del
resto de la Unión Europea, no se ha creado más empleo.
Existen otros elementos de gran trascendencia que inci-
den en el sector en la creación de empleo, elementos como
el mantenimiento del IPC y de la inflación en unos niveles
adecuados, elementos como el sostenimiento del déficit
público también en unos márgenes equilibrados y ele-
mento de gran trascendencia como es que el déficit co-
mercial español respecto a la balanza comercial, al nivel
de exportaciones e importaciones, no sea superior al 3 por
ciento.

Es indudable que, a nuestros juicio, el cambio de Go-
bierno ha producido el desbloqueo de una situación polí-
tica y que eso ha tenido ya trascendencia en el mercado la-
boral y ha producido unos datos muy positivos en los últi-
mos meses. Nuestro grupo cree que la anterior situación de
incertidumbre política tenía una incidencia especial en el
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mercado de trabajo y así lo denunciamos durante la ante-
rior legislatura.

El señor Griñán nos ofrecía unos datos relativos a los
cambios en el mercado de trabajo. Es evidente que se ha
producido una disminución del sector agrario en la tasa de
actividad de España, y eso se viene produciendo no desde
hace 13 años sino desde principios de siglo, pero, a pesar
de ello, lo que nos preocupa a nosotros es que la tasa de ac-
tividad en España sigue siendo una de las más bajas de
toda Europa y que la temporalidad en los últimos años se
ha triplicado hasta llegar al 30 por ciento, lo que nos coloca
en una de las situaciones más preocupantes por su diferen-
cia con el resto de Europa.

Usted ha hablado de algunos asuntos importantes,
como es la necesidad de la reactivación económica. No-
sotros coincidimos con usted. Usted, como miembro del
Consejo de Ministros, quizá luego pueda explicarnos la
incidencia que van a tener en el mercado de trabajo esa
últimas medidas adoptadas por Consejo de Ministros;
medidas referentes a las bonificaciones del 95 por ciento
en el Impuesto sobre Sucesiones, que, a nuestro juicio,
favorecen la transmisión de padres a hijos en explotacio-
nes y empresas y, por tanto, la pervivencia y permanencia
de las mismas, en su mayoría pequeñas y medianas em-
presas en nuestro país. Están también en esas medidas la
regularización de balances, la modificación del sistema
de módulos, la reducción de los costes energéticos o de
los servicios. Esto implica que vamos o que debemos de
ir por el camino adecuado y va a favorecer uno de los ele-
mentos trascendentales que tiene que afrontar a lo largo
de los últimos años la economía y es la internacionaliza-
ción de la misma. Yo estoy de acuerdo con los portavoces
de otros grupos políticos en que para ello, y así lo ha
adoptado y lo ha tenido presente desde el principio el Go-
bierno, es indudable el consenso y el diálogo social, diá-
logo social que se ha iniciado de forma intensa, a nuestro
juicio más intensa de lo que ha sido en anteriores ocasio-
nes.

Agradezco el impulso y las nuevas intenciones que el
señor ex Ministro, el señor Griñán, tiene respecto de este
tema. Me alegro de que haya recuperado su fe por el diá-
logo social. Ya vimos que el 28 de septiembre de 1993 en
su comparecencia en esta misma Comisión hacía inciden-
cia en este asunto. Decía el señor Griñán que pretendía
avanzar hacia la creación de empleo combinando esas es-
trategias de competitividad con un diálogo social conti-
nuado e ininterrumpido. Parece ser que llegó un momento
en que ese diálogo social e ininterrumpido se interrumpió
y fue cuando el Gobierno presentó un programa de empleo
recogiendo los acuerdos de la Cumbre de Essen sin con-
sultar con los agentes sociales, acordado en Consejo de
Ministros, sin que hubiera constancia de ese plan de em-
pleo en la referencia del Consejo de Ministros, con clara
voluntad de ocultarlo a los agentes sociales y al Parla-
mento, y que incluso al señor Griñán le llevó al problema
de tener que reconocer, dos meses después y después de
reiteradas preguntas por parte de nuestro grupo parlamen-
tario, la existencia real de este plan de empleo, existencia
que reconoció ciertamente de forma lacónica.

Se han planteado algunos asuntos más. Estoy de
acuerdo con el portavoz del PNV en que otro de los asun-
tos que tendremos que acometer a lo largo de esta legisla-
tura serán aquellas reformas que afecten a las rigideces la-
borales.

Otro de los temas que se han planteado es el PER. Yo en
el tema PER me va a permitir al señor Ministro que dé
también una opinión con conocimiento. Soy Diputado por
Almería y he visto cómo se ha utilizado el PER. Una de las
últimas medidas del anterior Gobierno que a nosotros más
nos chocaron fue que en Almería, mientras que la Diputa-
ción Provincial era del Partido Socialista tenía unas dota-
ciones presupuestarias importantes, pero cuando ésta pasó
a manos del Partido Popular, de repente los fondos que
percibía la Diputación Provincial ya no fueron los mismos.
Parte esos fondos se transfirieron a la universidad de Al-
mería que estaba controlada por un rector del Partido So-
cialista. No entendemos tampoco que la universidad sea el
ámbito normal de desarrollo del plan de empleo rural y que
tenga que ver con esos fondos. Por tanto, sí ha existido, a
nuestro juicio, ese maniqueísmo y ha existido, por qué no
decirlo, la utilización política de los fondos del PER ju-
gando con las necesidades sociales de muchas personas
que vivían y viven en el ámbito rural andaluz y extremeño.

Ha hablado usted, señor Ministro, de la formación pro-
fesional. Para nosotros éste es un asunto de extraordinaria
trascendencia. Es notoria, y usted lo ha reconocido y anun-
ciado, la reforma del plan de formación profesional, re-
forma en la que coinciden en su necesidad todos los grupos
de esta Cámara y así lo han venido manifestando. Creemos
que es necesario acercar mucho más el mundo de la em-
presa al mundo de la educación. Estamos de acuerdo con
aquellos grupos que han puesto en evidencia la utilización
y el abuso del contrato de aprendizaje, que en algunas oca-
siones ha sido utilizado más como sistema de contrato de
mano de obra barata que como un contrato de acerca-
miento de los jóvenes al mundo laboral. En este sentido,
será necesario adoptar medidas.

Es necesario apoyar las medidas de reinserción en el
mercado laboral para los colectivos más desprotegidos; en
el tema de los minusválidos y de los mayores de 45 años ya
se han tomado medidas. La formación y la cualificación
son elementos de extraordinaria importancia, y por eso
también concedemos una extraordinaria importancia a la
reforma del Inem. Desde hace mucho ha sido reconocido
en esta Cámara por el Grupo Socialista y por el señor Gri-
ñán que el Inem se había convertido en un mero interme-
diario del pago de prestaciones. Es más, el señor señor Gri-
ñán decía textualmente que el Inem no llegaba a realizar el
10 por ciento del total de las colocaciones y, respecto al
resto de sus actividades, que lo único que hacía era gestión
burocrática. Hubiera sido deseable que durante estos dos
años hubieran aceptado las propuestas de resolución que
nuestro grupo parlamentario ha ofrecido en distintos deba-
tes sobre el estado de la nación solicitando la revisión y la
reforma del Inem.

En cuanto al paquete legislativo que usted ha apuntado,
estamos de acuerdo. Entendemos que algunas de las leyes
aprobadas durante la anterior legislatura necesitan un de-

– 494 –

COMISIONES 19 DE JUNIO DE 1996.–NÚM. 30



sarrollo urgente de sus reglamentos, porque si no se hacen
inaplicables, y en ese orden va el desarrollo reglamentario
que usted anuncia de la Ley de Prevención de Riesgos La-
borales.

Respecto al Pacto de Toledo —saltando a otro asunto—,
nosotros dijimos ayer, y lo hemos dicho siempre —lo ha
dicho usted, lo ha dicho este portavoz, lo ha dicho el Presi-
dente del Gobierno—, que la intención de nuestro grupo
parlamentario y del Gobierno es ser leales al Pacto de To-
ledo y aplicarlo. A mí me extraña que el señor Griñán diga
ahora que no está de acuerdo con la creación de una po-
nencia en el seno del Parlamento, en el seno de la Comi-
sión de Presupuestos, cuando precisamente la decimo-
quinta recomendación del Pacto de Toledo hablaba de la
necesidad de establecer mecanismos de evaluación y se-
guimiento en el Parlamento, no sólo en el Gobierno —de
lo cual usted podrá hablarnos más adelante—, sino tam-
bién en el Parlamento. Por eso, no entendemos, repito, que
el Partido Socialista diga ahora que no están de acuerdo
con que se cree la ponencia. Nosotros entendemos que es
el marco adecuado y así lo vamos a proponer, y no sólo no-
sotros, sino el resto de los grupos. Me parecer ver que lo
que hay por parte del Grupo Socialista es un cierto distan-
ciamiento de ese consenso, de esa lealtad que todos hemos
mantenido antes, durante y después de la firma del Pacto
de Toledo.

Respecto a política social, es indudable que es necesa-
rio y deseable favorecer la iniciativa privada. El volunta-
riado y el asociacionismo siguen siendo dos temas pen-
dientes en cuanto a su desvinculación de la financiación
exclusivamente pública y, por tanto, el anuncio de la bús-
queda de sistemas de cofinanciación es un anuncio que
consideramos positivo.

También entendemos que es necesario el desarrollo de
la Ley del Voluntariado, aprobada en la legislatura pasada,
y valoramos positivamente las medidas anunciadas por
parte del Gobierno y del señor Ministro respecto a algunos
sectores, sobre todo aquellas que hacen referencia a mayo-
res, mujeres, jóvenes, emigrantes, acceso a la vivienda, et-
cétera.

En cuanto a la cooperación y ayuda al desarrollo y las
organizaciones no gubernamentales, pensamos que es ne-
cesario buscar una mayor calidad de nuestra prestación, de
nuestra ayuda oficial al desarrollo, para lo cual es necesa-
rio el control y la evaluación de los programas que se rea-
lizan. Solamente a través del control y la evaluación po-
drán modificarse algunos programas que no son los más
adecuados y que han sido financiados con fondos públicos
exclusivamente. En esto, nuestro grupo parlamentario si-
gue defendiendo el respeto de los acuerdos de la Confe-
rencia de Copenhague, de Naciones Unidas, referente al
asunto 20/20, es decir, que la ayuda al desarrollo vaya de-
dicada a programas sociales en un 20 por ciento a cambio
de que también los fondos destinados por los gobiernos
perceptores alcancen en un 20 por ciento ese tipo de pro-
gramas.

Creo, señor Ministro —y con esto termino—, que su
exposición ha sido bastante extensa; espero que todos los
grupos tendremos ocasión de entrar en el desarrollo de la

misma. Le deseamos, por supuesto, el mayor de los éxitos
y el mantenimiento de los programas y propuestas que nos
ha permitido conocer hoy con su comparecencia. Este es
uno de los ministerios más importantes, aunque algunos lo
pongan en duda. A mí quizá me parezca el más importante,
precisamente porque tiene que acometer la solución del
problema más importante que en estos momentos tiene Es-
paña. Confío en su éxito, que, estoy seguro, va a ser el
éxito de todos los grupos. 

El señor PRESIDENTE: Para contestar a los distintos
portavoces, tiene la palabra el señor Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales.

El señor MINISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS
SOCIALES (Arenas Bocanegra): Aunque inicialmente
había solicitado una pausa para armonizar las respuestas,
dada la hora, es mejor avanzar en las respuestas a los dis-
tintos argumentos.

Quiero empezar dando las gracias a todos los portavo-
ces de todos los grupos parlamentarios por sus palabras de
bienvenida, por su deseo de éxito en la gestión. Por el bien
de los intereses generales esperemos que, efectivamente,
la gestión sea exitosa. La verdad es que las palabras de
bienvenida y felicitación han tenido distintas dimensio-
nes, pero todas ellas muy gratas, y para situar esas dimen-
siones quizá haya que reflexionar sobre lo que significa
una de las primeras afirmaciones del señor Vaquero, que
me calificaba como posible prisionero, para terminar re-
flexionando sobre la afirmación de don Carles, que me si-
tuaba como posible seductor. Entre esas dos dimensiones
podemos situar la intensidad de las felicitaciones, pero, en
cualquier caso, muchas gracias por sus palabras y deseos
de éxito.

En segundo lugar, si estamos hablando del conjunto de
la sociedad española y de que el primer problema de la so-
ciedad española, de la sociedad europea, es sin duda el em-
pleo, al final es muy difícil que eso no se convierta en un
debate sobre el conjunto de la sociedad. En este sentido me
gustaría hilar la afirmación hecha por el señor Vaquero y la
matización que hacía el señor Olabarría sobre esa afirma-
ción. ¿Cuál es realmente el problema? El problema es que
hace falta crecer. El gran problema que tenemos en Es-
paña, a diferencia de otros países industrializados, es que
el crecimiento económico no se traduce automáticamente,
miméticamente, en creación de empleo. Ese tiene que ser
el objetivo del conjunto de las políticas del Gobierno: que
el crecimiento económico se produzca y se traslade a un
crecimiento de empleo.

Si me permiten, diré que en los últimos tiempos hay un
segundo problema añadido, al que yo hacía referencia, con
la división. En el conjunto de la sociedad tenemos una di-
visión dramática: aquellas personas que acceden al mer-
cado de trabajo y aquellas que no acceden. Hoy tenemos
una segunda división: aquellos que acceden al mercado del
trabajo a través de un empleo estable y aquellos que en este
momento están perjudicados por un empleo precario. Si
me permiten, creo que podríamos situar en esas dos pers-
pectivas los grandes objetivos del Gobierno.
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¿Cuándo se habla de política de empleo y cuándo se ha-
bla de política económica? Es difícil diferenciarlo y, desde
luego, quiero señalar que estos objetivos no son los objeti-
vos del Ministro de Trabajo, sino del Presidente del Go-
bierno y de todo el Gobierno. Tengo que decirle cariñosa-
mente a mi colega, el señor Griñán, que yo he tomado
buena nota de que no hay que adjudicarse los datos de em-
pleo ni los de paro. Usted decía que, tradicionalmente, los
datos de empleo se los adjudica el Ministro de Economía y
los de paro se los adjudican al Ministro de Trabajo. Yo
tengo la esperanza de que, en ese aspecto, los datos de em-
pleo se los adjudiquemos a la sociedad y los de paro los
compartamos, en cuanto a preocupación, con la sociedad.
Me parece que es devaluar el papel de la sociedad, de los
sindicatos, de los empresarios, de los empleadores y de los
trabajadores decir que es el Gobierno el único y exclusivo
responsable de la evolución económica. A mí me parece
que cuando hay empleo es que las cosas están funcionando
bien; que probablemente hay acierto en las medidas que
toma un gobierno, pero también hay que significar que hay
empleo porque hay empresarios que notan la confianza ne-
cesaria para invertir y porque hay también trabajadores
que están comprendiendo los problemas que tiene la inver-
sión en unos tiempos como los que corren.

Quiero decirle al señor Griñán, con toda sinceridad, que
defiendo con toda energía las medidas económicas aproba-
das por el Consejo de Ministros y que se refieren al fo-
mento del empleo y modernización de la economía. Si
queremos trabajar soslayando o aminorando el problema
del paro en España, sin duda hace falta que se mueva el di-
nero, que haya fomento de la actividad económica y que
haya fomento del empleo. Se han hecho dos críticas bási-
cas a las medidas que en su día aprobó el Consejo de Mi-
nistros. La primera es que eran unas medidas pensadas
para unos pocos. Quiero decirle, con toda rotundidad, que
no podemos aceptar esa crítica bajo ningún concepto. ¿Por
qué no podemos aceptarla? Porque plantearse que la re-
ducción del 95 por ciento en el Impuesto sobre Sucesiones
y Donaciones, para cónyuges y descendientes, de vivien-
das y empresas familiares son para unos pocos, es desco-
nocer la realidad. No se puede hacer esa afirmación
cuando los propios sindicatos están reconociendo que ha
sido muy positiva la medida que se plantea en la redacción
del 15 por ciento en el sistema de módulos e incentivos y a
los nuevos contratos indefinidos. Y ahí tenemos un punto
de encuentro entre las reivindicaciones de sindicatos y de
empresarios. Señorías, no se puede decir que es una me-
dida que afecta a unos pocos aquella que, recogiendo una
propuesta básica de Convergència i Unió, plantea la de-
ducción de la cuota de un millón de pesetas para aquellos
contratos indefinidos que se refieran a parados mayores de
45 años o a discapacitados. Eso no se puede calificar como
medidas para unos pocos.

El segundo gran argumento que se ha expuesto es que
las medidas planteadas por el Gobierno, al final, represen-
taban una contradicción con los planteamientos de restric-
ción, pensando en Maastricht, porque suponían un agujero
fiscal. Pues bien, yo les digo, señorías, que tal como se ha
planteado la modificación del régimen de plusvalías; que

tal como se ha planteado la actualización de balances, con
su correspondiente peaje del 3 por ciento, el Gobierno está
totalmente convencido de que no se produce, en absoluto,
una minoración de los ingresos. Y muy especialmente, si
alguien se refiere a las plusvalías, tenemos que decir que
en el pasado las plusvalías no han tenido ninguna signifi-
cación presupuestaria en los aspectos de ingreso. Eso lo re-
conoce cualquiera que estudie los presupuestos.

El segundo aspecto que afecta a las medidas se refiere a
la liberalización de servicios y desregulación. Nosotros,
desde el Gobierno, estamos absolutamente convencidos de
que estas medidas producen fomento de la actividad eco-
nómica, que la competencia produce fomento de la activi-
dad económica y que el resultante del conjunto de estas
medidas va a significar, para todos los ciudadanos, mejores
precios y servicios de mayor calidad. Estoy absolutamente
convencido de que, cuando decimos que desregularizamos
suelo, estamos haciendo una brillantísima contribución a
la lucha contra la especulación que se ha producido en
torno al suelo y a la vivienda en España. Estoy convencido
de que las medidas que se han tomado en telecomunica-
ciones, en energía y combustible, al final van a suponer
mejores servicios y mejores precios para los ciudadanos.
Al fin y al cabo, lo que no se puede hacer es afirmar que el
Gobierno, a estas alturas, tendría que reconocer que sus
medidas no han funcionado, cuando apenas han transcu-
rrido unos días, señorías, desde que adoptamos estos
acuerdos en el Consejo de Ministros. Yo soy Ministro
desde hace muy poco tiempo, y durante los primeros
quince días, señorías, ya oí que el Gobierno no hacía nada.
Me temo que las críticas ahora van porque el Gobierno
hace mucho. En cualquier caso, el Gobierno está orgulloso
y satisfecho de las medidas que ha tomado y nos parece
que, en nuestra historia reciente, también económicamente
suponen pasos muy importantes. A estas alturas, el Go-
bierno ya le ha dicho a la sociedad española que quiere
cambiar la Administración, en línea de austeridad, el Go-
bierno ya le ha dicho a la sociedad española que quiere
mantener un diálogo social profundo y el Gobierno ya le
ha dicho a la sociedad española que quiere liberalizar
nuestra economía, manteniendo sectores estratégicos de la
misma —y ahí está el discurso de investidura del Presi-
dente del Gobierno— para que haya más competencia y
mayor actividad económica.

El señor Griñán se refería a un editorial de The Times en
el que se afirmaba «Adiós a la democracia social». Con
toda sinceridad, cuando hay un Gobierno que dice que está
dispuesto a hacer recortes, que está dispuesto  a ser aus-
tero, pero que no va a tocar ni una peseta en los gastos de
protección social, no sé cómo se puede titular «Adiós a la
democracia social». El señor Griñán, para aseverar su afir-
mación, se refería a que quienes habían escrito eso, eran
personas muy objetivas, y ha dicho textualmente que eran
personas ajenas a la propia realidad. Desde luego, a mí me
parece que hay que estar ajenos a la propia realidad para ti-
tular «Adiós a la democracia social», por las medidas que
el Gobierno adoptó en su día.

Le quiero decir también que comparto su preocupación
por lo que significan nuestras tasas de temporalidad. Tengo
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que decir a SS. SS. que el primer trimestre de 1996, no
siendo un buen trimestre en crecimiento económico, sólo
un 2 por ciento (España —y volvemos al debate anterior—
está creciendo hoy por encima de la media comunitaria;
sin embargo, eso no tiene una repercusión directa sobre el
empleo), sí ha habido una ligera disminución en la tasa de
temporalidad, y me parece, sinceramente, que eso es posi-
tivo. Pero tengo que decir eso sin ningún ánimo de triunfa-
lismo, porque creo que es un dato muy puntual, que tras-
lado a SS. SS., pero que en ningún caso es significativo
para que nos lleve a ningún tipo de alegría.

Habla el señor Griñán de los intereses legítimos y de lo
que significan las presiones desde esos intereses legítimos.
Yo quiero ser muy claro. Los empresarios defienden inte-
reses legítimos sectoriales, los sindicatos defienden intere-
ses legítimos y el Gobierno sólo defiende intereses genera-
les del conjunto de la sociedad. En ese sentido, si alguien
pretende presionarnos, estará en su pretensión legítima,
pero el Gobierno nunca se va a sentir ni prisionero —vive
cómodo en sí—, ni se va a sentir, en absoluto, presionado.
El Gobierno no es correa de transmisión de ninguna orga-
nización patronal y el Gobierno no es correa de transmi-
sión de ninguna organización sindical. Una periodista es-
pañola muy importante me preguntaba si me sobraban ase-
sores. Usted sabe, señor Griñán, que a un Ministro de Tra-
bajo hay algo que no le falta, que son asesores espontáneos
permanentes. Pues con toda sinceridad le tengo que decir
que a mí no me sobran asesores. Todas las opiniones las es-
tudio, pero no me siento vinculado por las opiniones, no
me siento presionado por las opiniones, porque la misión
de un Gobierno es defender exclusivamente los intereses
generales de los ciudadanos.

El señor Griñán ha hecho referencia a algunas afirma-
ciones del señor Aznar y del señor Rato, cuando él ponía
en cuestión tomar una serie de medidas, dejándolas en sus-
penso, del posible diálogo social. Con toda sinceridad,
creo que en las anteriores etapas se han hecho esfuerzos en
torno al diálogo social, pero me parece que las anteriores
etapas no son ejemplares en el diálogo social y en sus re-
sultados. Así que todas las sugerencias que ustedes me
planteen en torno al diálogo social, yo las voy a estudiar
con mucha profundidad, pero ya les anticipo que creo que
no son ustedes los mejores maestros en esa materia, si nos
atenemos a lo que han significado los últimos años en la
relación con los sindicatos y con los empresarios. Ya sabe
el señor Ministro que cuando uno viene a estas compare-
cencias, siempre hay alguien de su gabinete que le prepara
frases contradictorias de intervenciones en las Cortes, en
los medios de comunicación, que su adversario político
puede plantear en el debate. Tengo aquí todas estas frases
de S. S. —me da la impresión de que estas carpetas se in-
crementan en relación directamente proporcional al
tiempo que uno está en el cargo—, pero yo no voy a refe-
rirme a esas contradicciones que se han puesto de mani-
fiesto. Sí le digo que es voluntad decidida del Presidente
del Gobierno, y voluntad decidida de todo el Gobierno, en
dos direcciones. El Gobierno gobierna siempre: el Go-
bierno está estudiando propuestas que afectan al mercado
de trabajo; el Gobierno está estudiando las potencialidades

de la reforma anterior —y estoy de acuerdo con el señor
Olabarría en que no se han desarrollado todavía con efica-
cia—; el Gobierno está todos los días trabajando y estu-
diando propuestas. Ahora bien, el Gobierno tiene mucha
confianza en las organizaciones sociales; cree que las or-
ganizaciones sociales en España son muy maduras. Antes
he dicho que el Gobierno no es correa de transmisión de
sindicatos y de empresarios, pero a mí me parece —y
quiero significarlo en esta Comisión— que es muy posi-
tivo que el sindicalismo en España sea cada vez más autó-
nomo; que es muy positivo que el sindicalismo en España
no sea un sindicalismo claro de partido —eso es muy posi-
tivo—, y creo que le hemos dado un ejemplo claro a la so-
ciedad. Había quien alentaba los prejuicios ideológicos,
quien decía: ¿Cómo con un Gobierno de derechas...? Por
cierto, yo pertenezco a un Gobierno centrista y a un Go-
bierno reformista. Tambien algún asesor nos dice siempre
que somos un Gobierno de derechas conservador, pero
será la opinión de un asesor. Yo pertenezco a un Gobierno
centrista y a un Gobierno reformista. Pues bien, se ha alen-
tado que no hubiera diálogo desde prejuicios ideológicos,
entre los sindicatos y un Gobierno centrista y reformista.
Afortunadamente, el diálogo se ha puesto en marcha y se
está demostrando, como se ha demostrado en la transmi-
sión de funciones, que en España tenemos unas organiza-
ciones sociales extremadamente maduras. El Gobierno
confía en los posibles acuerdos que adopten esas organiza-
ciones sociales. Y digo más. Si en la mesa de mercado de
trabajo se analizan los temas sin considerar ninguno de
ellos como tabú, si en la mesa de mercado de trabajo no se
centra el debate, exclusivamente, sobre las banderas de las
partes, estoy convencido de que el diálogo puede ser fruc-
tífero.

Se han referido, en muchas de sus intervenciones, al
Instituto Nacional de Empleo. Aquí tengo que significar,
con toda claridad, que en los últimos años el Instituto Na-
cional de Empleo, en mi opinión, no ha funcionado como
debería y que, paulatinamente ha ido perdiendo peso, so-
bre todo en la función de intermediación. El Instituto Na-
cional de Empleo ha estado demasiado centrado en lo que
significaban las prestaciones en las políticas pasivas y ha
ido perdiendo, según todos los datos, peso en la función de
intermediación.

Pues bien, si este Gobierno dice que está dispuesto a
analizar en profundidad las transferencias en políticas acti-
vas y si a la vez dice que está pensando el traslado de las
prestaciones por desempleo al Instituto Nacional de la Se-
guridad Social, efectivamente, señorías, hay que plantear-
se el futuro del INEM y la construcción de un nuevo sis-
tema de empleo en el Estado. En este sentido, les quiero
decir lo siguiente. El señor Olabarría se refería a las em-
presas de trabajo temporal si mal no recuerdo; se refería
también a las agencias privadas de colocación, y pregun-
taba qué componente publicista —creo fue lo que dijo, yo
prefiero decir público si me lo permite— deberían tener
los servicios de empleo. En mi opinión, tiene que existir un
servicio público de empleo; tiene que haberlo. Y entre to-
dos tenemos que diseñar en España un servicio integral de
empleo mucho más moderno. Además, creo que hay un
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elemento base para ese diseño, que es la actualización del
programa nacional de formación profesional. Como he ga-
rantizado al principio, con la presencia de las comunidades
autónomas en el Consejo General de la Formación Profe-
sional, tenemos un instrumento y un vehículo extraordina-
rios para diseñar ese futuro servicio integrado de empleo,
que necesariamente tiene que tener una gran coordinación
con las comunidades autónomas y que necesariamente
tiene que estar en perfecta sintonía con lo que significa el
servicio europeo de empleo, pensando en lo que va a ser
una realidad: el mercado de trabajo en Europa. Me gusta-
ría que trabajáramos juntos en el diseño y he pedido espe-
cíficamente a los sindicatos y a los empresarios que abor-
demos esa cuestión. Tienen que entender que es lo que sig-
nifican los diseños futuros. El Gobierno debe plantear dos
planos: la conversación con los agentes sociales y la con-
versación institucional con las comunidades autónomas o
los ayuntamientos, dependiendo del asunto de que se trate.
Pero que quede claro: servicio público de empleo, sí; nece-
sario un servicio integrado de empleo, también, y, desde
luego, renovación de lo que significa actualmente el Insti-
tuto Nacional de Empleo.

Creo que, dentro del ámbito de lo que es la ideología
socialista, tampoco llamarán mucho la atención las pro-
puestas que estoy haciendo. Y no llamarán mucho la aten-
ción porque en el Ministerio de Trabajo, en la etapa ante-
rior, hubo un proceso de negociación con las comunidades
autónomas en esta dirección. Tenemos que decir que ese
proceso de negociación no dio resultado fecundo, pero lo
cierto es que el Ministerio de Trabajo, en la etapa anterior,
no fue ajeno, en absoluto, a la posibilidad de transferencia
de las políticas activas. Y de hecho eso ha formado parte
de la leal transmisión de funciones de que he sido objeto
por parte del señor Griñán. No falto a la lealtad, en abso-
luto, pero ha formado parte de lo que ha sido la transmisión
de funciones.

Además, tengo que significarle que en comunidades au-
tónomas tan importantes y tan queridas para mí como An-
dalucía, en la tabla de reivindicaciones que se plantea ha-
cia el Gobierno también está la transferencia de las políti-
cas activas. Por tanto, no creo que desde ningún ámbito
ideológico se pueda uno llevar las manos a la cabeza por-
que, como muy bien ha dicho el señor Griñán en su inter-
vención anterior, ya en 1993 —y tuvo reflejo en la Ley de
Acompañamiento de los Presupuestos, si no me corri-
gen— se planteó por parte del Departamento el traslado de
las prestaciones por desempleo al Instituto Nacional de la
Seguridad Social. En este caso de lo que estamos hablando
es de un diseño futuro, de mayor firmeza del Gobierno en
la toma de decisiones, pero, desde luego, no de cuestiones
que puedan resultar extrañas en el ámbito de esta Comi-
sión o ajenas a lo que ha significado el último devenir del
Gobierno anterior.

Plan de Empleo Rural. Como decía el señor Griñán,
vulgarmente se habla del Plan de Empleo Rural, pero en
realidad se está hablando de tres cuestiones bien distintas.
Se está hablando del plano de la formación; se está ha-
blando de las obras PER vinculadas a las posibles peona-
das, y se está hablando del subsidio. Yo quiero ser muy

claro: el PER tiene que mantenerse. El PER tiene que mo-
dificarse. El PER tiene que vincularse mucho más a la for-
mación. El PER tiene que vincularse mucho más a las po-
líticas activas de empleo en otras direcciones, que comen-
taré ahora. Y tengo la obligación con los sindicatos de re-
visar el sistema, porque el sistema produce fraude. Hay un
diagnóstico unánime sobre que el sistema produce fraude.
Otra cosa distinta será si hay unanimidad o no a la hora de
hacer propuestas para modificar el fraude, pero el diagnós-
tico de que el actual sistema produce fraude es evidente
por parte de todos. Hay quien propone la supresión total de
las peonadas; hay quien propone que trabajemos en otra
dirección. En cualquier caso, será necesaria la negociación
con los sindicatos, oír a las organizaciones agrarias y oír a
la Junta de Andalucía y a la Junta de Extremadura en esta
materia, diciéndoles también lo siguiente: el PER ha sido
un elemento de equilibrio de rentas agrarias —lo que se
conoce como PER, perdonen SS. SS., porque tiene tres pa-
tas como decía—, el PER ha sido un elemento importante
para que mejoren los servicios y la calidad de las infraes-
tructuras en los municipios andaluces y extremeños, pero
el PER no ha sido ningún elemento que sirva para reducir
el desempleo en el ámbito rural ni para crear empleo en el
mismo. He ahí la cuestión pendiente. Para mí es muy im-
portante, y creo que debería ser un compromiso de todos,
pues tanto en la Comunidad Autónoma de Andalucía
como en la Comunidad extremeña llevan muchos años
anunciando lo que ellos califican como planes de desarro-
llo rural. Sería muy importante que en esa conversación
leal entre las Administraciones nos pusiéramos de acuerdo
en qué futuro PER queremos y en qué futuros planes de de-
sarrollo rural se pueden poner en marcha en Andalucía y
en Extremadura.

Pacto de Toledo. Creo que hay unanimidad. Tenemos
que trabajar en la dirección de las 15 recomendaciones
acordadas. Y quiero tranquilizar al señor Griñán: fondos
de pensiones, Pacto de Toledo. El Pacto de Toledo apo-
yaba el tema del Fondo de Pensiones y no nos vamos a sa-
lir de él. Ahora bien, sí le pediría algo. Estamos hablando
de un asunto de fondo. Estamos hablando de un asunto que
afecta —creo— al sistema de pensiones en estos momen-
tos y en el próximo siglo. Yo le pediría que por una cues-
tión de forma no introduzcamos elementos de ruptura en el
consenso. Me explicaré.

En mi opinión, el Pacto de Toledo debe negociarse, si-
multáneamente, en dos ámbitos. Para el Gobierno tiene el
máximo interés el consenso parlamentario en torno al
Pacto de Toledo, pero para el Gobierno también tiene el
máximo interés la negociación con los sindicatos. No tene-
mos tiempo, señorías, si queremos que algunas de las me-
didas del Pacto de Toledo estén en vigor en 1997. Por eso
les pediría que simultaneemos la negociación política par-
lamentaria con el diálogo social. Les pido que no rompa-
mos un debate de fondo por una cuestión de forma.

Señorías, hay medidas del Pacto de Toledo que no tie-
nen que venir a tramitación parlamentaria. Son medidas
del Gobierno. Algunas de ellas se refieren a la morosidad,
por citar algún tipo de ejemplo. También hay medidas que
requieren un tratamiento legislativo. Yo le quiero devolver
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el guante: no descarto que tengamos un proyecto de ley
como usted solicita; no descarto que se introduzcan algu-
nas medidas en la ley de acompañamiento, y no descarto
que, previo consenso, tomemos medidas en el ámbito ad-
ministrativo, en el ámbito reglamentario. Pero sí pediría a
S. S., si es posible, que no nos centremos en la cuestión de
forma de la tramitación parlamentaria como una cuestión
que, en principio, vaya a marcar una ruptura en el camino
del Pacto de Toledo. Y ya le digo que el Gobierno no des-
carta que haya un proyecto de ley específico. Lo que sí
aplaude con toda contundencia el Gobierno es que haya
una ponencia para discutir esos asuntos; que haya un ám-
bito para discutirlos en el Parlamento. (El señor Griñán
Martínez: En esta Comisión.) Me dice el anterior Minis-
tro que aquí, en esta Comisión, pero no vamos a romper el
diálogo sobre si la ponencia es en la Comisión de Presu-
puestos, ¿no?, estamos hablando de una cuestión muy se-
ria. Si la mayoría de los grupos parlamentarios entienden
que el ámbito de discusión es la Comisión de Presupues-
tos, al final dejamos usted y yo, si quiere, para un semina-
rio de fin de semana, si debe ser aquí o en la Comisión de
Presupuestos, pero lo importante es que se contemple el
asunto y que las cuestiones de forma no nos impidan abor-
dar las cuestiones de fondo.

Ministerio de Asuntos Sociales. Coincido al 100 por
cien con don Pedro Vaquero en las afirmaciones que ha he-
cho. El asunto no es si hay absorción; el asunto es si las po-
líticas se mantienen. El asunto es si la fusión administra-
tiva conlleva la desaparición de las políticas, y en ese sen-
tido, señorías, tienen ustedes precedentes para todo. Hay
gobiernos autonómicos que tienen consejerías de asuntos
sociales separadas; gobiernos autonómicos que tienen con-
sejería de bienestar social; gobiernos autonómicos que tie-
nen esa consejería junto con otras; gobiernos autonómicos
que hacen coincidir esa consejería con la de trabajo; go-
biernos autonómicos que hacen coincidir esa consejería
con la de educación y cultura. Hay todo tipo de preceden-
tes, pero me parece que no es de recibo la afirmación de
que haya una renuncia a las políticas sociales porque se
produzca la fusión de dos ministerios. Si aceptáramos esa
afirmación, por parte de alguien, llegaríamos a la conclu-
sión de que hasta que el anterior Gobierno no decidió la
creación del Ministerio de Asuntos Sociales no tuvo polí-
tica de asuntos sociales. Claro que la tuvo, aunque no tu-
viera Ministerio de Asuntos Sociales. Les digo aquí en pri-
vado que me parece sabia la decisión de la vinculación al
Ministerio de Trabajo, pero siempre he entendido las polí-
ticas de asuntos sociales sobre todo como políticas en
torno a la desigualdad, y realmente la desigualdad donde
se produce es en origen, en torno a la formación, en torno
a la educación, en torno a la cultura. Creo que hay un de-
bate abierto sobre si los asuntos sociales deben estar vin-
culados a trabajo o también tienen una ubicación acertada
en lo que significan las áreas de cultura, las áreas de edu-
cación de un gobierno.

Confieso con toda sinceridad que no estoy satisfecho
con la ubicación que tiene en este momento la antigua Di-
rección General de Migraciones, y es un tema que tenemos
en estudio en el Gobierno y en el Ministerio. Esa Dirección

General de Migraciones fue objeto de supresión en el ám-
bito del primer acuerdo del Consejo de Ministros, que
planteó la reducción de muchos centros directivos. Tomé
la decisión de que estuviera vinculada a la Dirección Ge-
neral de Trabajo. No consideré acertado que estuviera vin-
culada a la Dirección General de Acción Social. Me pare-
ció mejor vinculada al ámbito de trabajo, pero les digo con
toda sinceridad que estoy abierto a cualquier sugerencia
porque considero que ese asunto no está bien cerrado.

Creo que hoy tenemos un marco excelente de diálogo
con los emigrantes españoles a través del Consejo General
de la Emigración, que tenemos un marco excelente a través
de los respectivos CRES en torno a las ciudades más im-
portantes y que tenemos que trabajar mucho en política de
emigración. El hecho de que las comunidades autónomas
desarrollen políticas de emigración no debe ser en absoluto
obstáculo para que haya política estatal de inmigración. Eso
a mí me parece muy importante y creo que el asunto no está
resuelto, reconociendo que nuestro país en los últimos años
tiene que resolver problemas en torno a la inmigración. No
está bien resuelto el asunto y esperamos resolverlo.

Respecto a las cuestiones que ha planteado don Pedro
Vaquero, ya he hecho algún comentario sobre la prisión, y
quiero decirle una cosa muy clara. Usted ha dicho que yo
tengo fe en el crecimiento de empleo, en el crecimiento
económico, y que se convierta el crecimiento económico
en crecimiento de empleo. Más que fe, lo que tenemos es
un objetivo. No es una cuestión de fe a la que probable-
mente usted haya seguido tras la primera apelación en
torno a Santa Teresa. No se trata de una cuestión de fe, sino
que más bien se sitúa en un gran objetivo del Gobierno.

Ha hecho alguna referencia a la creación de empleo y  a
la solidaridad. Creo que el gran reto de las sociedades mo-
dernas es la vinculación de la competitividad con la soli-
daridad. Ha hecho alguna referencia a la flexibilidad y
también a la moderación salarial. A mí me parece —y en-
tro en parte en la contestación que tenía que dar al señor
Olabarría— que son dos elementos fundamentales. Creo
con toda sinceridad que es un error ceñir el debate del mer-
cado de trabajo al abaratamiento del despido. Hace falta un
debate global, un debate mucho más amplio, y ya les anti-
cipo que en ese debate global y amplio a mí la flexibilidad,
la mayor capacidad de las empresas en la organización de
su actividad productiva, el fortalecimiento de la negocia-
ción colectiva tras la derogación de las viejas ordenanzas y
el capítulo que hace referencia a la moderación salarial, me
parece un elemento muy importante. El actual Gobierno y
la sociedad española tienen que contemplar con mucha
atención la afirmación de los sindicatos en el sentido de
que están planteando sacrificios importantes en el creci-
miento de los salarios. Creo que es importante vincular ese
crecimiento de los salarios a la productividad y, sobre
todo, que funcionaría bien la relación moderación salarial-
empleo estable-empleo indefinido. Esa es una línea intere-
sante en la que tenemos que trabajar y así lo van a hacer las
organizaciones sociales en el diálogo que tienen empren-
dido.

Creo que se aprende siempre en la vida. Cuando se es
ministro se aprende —hay que hacer un PPO acelerado—
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especialmente porque uno, sobre todo, tiene que medir
mucho que las afirmaciones que se hacen cuando uno está
en la oposición no tienen la misma dimensión que cuando
se está en el Gobierno. Sobre todo hay una cosa más que
medir, y es que a veces cuando se hace una mera descrip-
ción de la realidad por parte de un ministro, eso a conti-
nuación puede ser interpretado no como la descripción de
una realidad, sino como la intención de un ministro. Sobre
ese tema he contestado a una pregunta, según los datos que
poseía, en el sentido de que en España teníamos el despido
más caro de Europa. Tenga en cuenta que en mis niveles
autocríticos mediré un poco más las respuestas en el fu-
turo. La mera descripción de la realidad se puede conver-
tir, en la interpretación de algunos, como una intención, y
le quiero decir que la base de mi afirmación ha estado en
un informe hecho por la Dirección General de Previsión y
Coyuntura, en octubre de 1995. Estamos trabajando sobre
ese asunto y me parece muy positivo que el CES, como us-
ted ha dicho, estudie la cuestión y, desde luego, que quede
una cosa clara, y es que el Ministro de Trabajo ha hecho
esa afirmación. No voy a desmentir a ningún periodista,
por cierto muy prestigioso en este caso. Lo que sí digo es
que el Ministerio de Trabajo y el Gobierno no tienen nin-
gún compromiso de abaratamiento del despido, ni en el de-
bate de investidura, ni en el programa electoral, ni en el
programa de acción de gobierno. También afirmo que creo
que no sería bueno que en el diálogo sobre el mercado de
trabajo ningún asunto dejara de abordarse por considerarse
un tema tabú, pero creo que ese diálogo debe ser global y
no sectorial.

En cuanto al PER, creo que he contestado anterior-
mente. Aparte de lo que se ha dicho, usted ha hecho una re-
ferencia muy importante: debate comisiones comarcales,
debate comisiones locales. Ese es un asunto muy impor-
tante que marca la posible modificación del control en el
futuro. Yo le quiero ser muy sincero, el PER se va a man-
tener. Hay muchas personas que han dicho en el pasado en
mi tierra que el PER lo daba don Felipe González. Yo no
tengo el objetivo de que digan que el PER lo da José Ma-
ría Aznar ni el Ministro de Trabajo, Javier Arenas. Yo
tengo el objetivo de que el PER sea neutro políticamente y
que deje de ser un instrumento de política partidista.
Cuando estamos hablando del PER estamos hablando de
personas que están en el paro, de personas que tienen índi-
ces de pobreza muy altos, y la dignidad de esas personas
nos debe llevar a no considerar el PER un instrumento po-
lítico, se llame como se llame en el futuro, porque hoy está
distorsionado incluso el nombre. Estamos hablando de
PER y son tres fenómenos distintos. Hay también un hecho
muy importante. A mí como andaluz me duele que algunas
personas hayan utilizado el PER para desprestigiar a An-
dalucía. Incluso habrá que estudiar el cambio de ese nom-
bre con los nuevos enfoques que el Ministerio quiere darle
a ese Plan de Empleo Rural en el futuro.

Por lo que se refiere al señor Vaquero, creo que le he
contestado, aunque de salto en salto, básicamente a las pre-
ocupaciones que me había sugerido. Me ha hecho usted
también el alegato en torno a las presiones en dos sentidos.
Yo le confieso que me he dado cuenta muy rápido de que

las presiones son en dos sentidos, pero una cosa es que se
tenga intención de presionar y otra es sentirse presionado,
y yo, con toda sinceridad, no me siento presionado. Quiero
decirle que yo pertenezco a un Gobierno centrista y refor-
mista, y creo que ésa va a ser la pauta de comportamiento
de todo el Gobierno y es la línea que marca su Presidente.

Le agradezco su intervención al Diputado señor Váz-
quez, del Bloque Nacionalista Galego. Comparto la globa-
lidad de la intervención en lo que hacía referencia a la in-
ternacionalización de la economía y a la vinculación em-
pleo-economía, y le agradezco el tono de la misma.

Con respecto a don Paulino Rivero, de Coalición Cana-
ria, le agradezco sus palabras de felicitación por las medi-
das que hemos tomado. A S. S. le preocupaba la conferen-
cia sectorial de trabajo, y quiero decirle que está previsto
constituirla en el mes de julio. Sí estaba funcionando
—como he dicho anteriormente— la Conferencia Secto-
rial de Asuntos Sociales y la Conferencia de la Mujer.
Cuenta con mi opinión favorable el plan concertado de ser-
vicios sociales, al que ha hecho también referencia en su
intervención.

Quiero aprovechar este momento, ya que me habla us-
ted del plan concertado de servicios sociales, para decir
que una de las razones que ha llevado a la fusión de los Mi-
nisterios de Trabajo y Asuntos Sociales es la situación de
transferencias que afectan a esas políticas. Tengo que ma-
nifestar que prácticamente todo el Ministerio antiguo de
Asuntos Sociales ha sido objeto de transferencia a las co-
munidades autónomas y que quedan muy pocas competen-
cias en lo que es la Dirección General de Acción Social,
Menor y Familia; del Instituto de la Mujer prácticamente
no quedan competencias; en el Instituto de la Juventud,
salvo la coordinación, prácticamente no quedan competen-
cias en materia de relaciones internacionales; el Inserso
está prácticamente transferido. A este Ministro le toca
ahora estudiar con mucha profundidad el papel en el futuro
del Inserso, pero básicamente las políticas están transferi-
das. Digo esto también como argumento de aval a la deci-
sión de la fusión de ambos Ministerios.

Por lo que se refiere al Plan Integral de Empleo, he he-
cho referencia al cumplimiento íntegro de los compromi-
sos del pacto de investidura y del pacto de gobernabilidad.
Ese Plan Integral de Empleo tiene un consenso muy am-
plio en Canarias y va a contar con el apoyo y el respaldo
del Gobierno. Sabe que ya hemos tenido las primeras con-
versaciones con miembros del Gobierno canario y que
mantendremos esa relación muy fluida.

Con respecto a la intervención de don Emilio Olabarría,
le agradezco también, por supuesto, el tono de la misma,
así como la felicitación. Le he contestado parcialmente a lo
que significa qué entendemos por modernización del mer-
cado de trabajo: flexibilidad y fortalecer la negociación co-
lectiva. Le tranquilizo a usted y al señor Vaquero, que lo
planteó anteriormente, en cuanto al contrato en práctica y
de aprendizaje. La orientación de la reforma va en direc-
ción Seguridad Social, en dirección protección social y en
dirección formativa. Tenemos el documento hecho y yo les
pido excusas porque el Gobierno en este momento no
quiere plantear propuestas de modificación contractual
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mientras esté abierto el diálogo social entre sindicatos y
empresarios. Creo que tenemos que trabajar en la movili-
dad funcional de manera muy significativa.

Creo que es importante para el futuro estudiar las cau-
sas en la extinción laboral, y creo que es muy importante
que estudiemos cualquier tipo de propuesta que se plantee.

Es muy novedosa y de mucha polémica pública la pro-
puesta de contrato estable que viene de la mano del Conse-
ller Farreras en Cataluña; la estamos estudiando; la encon-
tramos inconvenientes jurídicos y la Generalitat —y yo lo
agradezco mucho— ha tomado la decisión de no plantearla
formalmente al Gobierno en apoyo del diálogo social.
Quiero hacer público mi agradecimiento a la Generalitat
por esa decisión que ha tomado.

Comparto lo dicho por el señor Olabarría en torno al de-
recho de huelga y creo que la ubicación es el pacto social y
no someternos a espectáculos anteriores de traer, marcha
atrás, etcétera.

He dicho anteriormente cumplimiento escrupuloso de
los pactos de investidura y gobernabilidad. Con eso re-
suelvo una de las cuestiones que ha planteado relativa a las
políticas de formación.

Coincido con usted también al cien por cien en que las
políticas de formación tienen que verse de forma integral,
y en ese sentido hemos empezado ya reuniones de coordi-
nación, fundamentalmente con el Ministerio de Educa-
ción. No tiene sentido que haya diversos tipos de forma-
ción en marcha en estos momentos desde orientaciones
que no estén coordinadas.

Ha hecho algún calificativo extraordinariamente duro
con respecto al Forcem; ha calificado su postura práctica-
mente de delictiva. Yo a usted le respeto mucho intelec-
tualmente y seguro que va a mantener su afirmación, pero
me permitirá que no la comparta en ese calificativo y que a
la vez le diga que vamos a cumplir escrupulosamente los
acuerdos que tenemos planteados en torno al pacto de in-
vestidura. En ese sentido, ya me he reunido con el Conse-
jero Jáuregui y en los próximos días tendré también reu-
niones con otros miembros del Gobierno.

Título VIII de la Constitución, transferencias de las en-
tidades gestoras. De todo lo que ha dicho usted en ese ca-
pítulo en lo que estamos más o menos de acuerdo es en que
el debate está muy inmaduro. La posición del Gobierno es
contraria, caja única de seguridad social. Comprendemos
sus alegatos en ese sentido. El Gobierno cree que su posi-
ción tiene también un amplísimo respaldo jurídico, incluso
a través de sentencias del Tribunal Constitucional, y ahí
sabe que no estamos en línea de acuerdo, respetando yo
mucho sus opiniones por cómo las formula y por quién las
formula.

Quiero decirle a don Carles Campuzano que ya no en-
tro en la cuestión de la seducción, que la hemos resuelto
anteriormente. Que agradezco los calificativos en torno al
diálogo social. Que comparto con él que la reforma de
1994 tiene potencialidades que aún no están desarrolladas,
sobre todo en el contexto de los acuerdos de los agentes so-
ciales y de la negociación colectiva. Que hay que recono-
cer que la posición de Convergència i Unió ha sido muy
importante en la deducción del millón de pesetas para pa-

rados mayores de 45 años y discapacitados. Que tomo nota
de algunas medidas que ha planteado en torno a la capita-
lización del desempleo, para estudiarlas. En el caso del
Instituto Nacional de Empleo, ya he resuelto anteriormente
la política global, pero hemos tenido una conversación am-
plia. Que vamos a tener en los próximos días una conver-
sación en Cataluña, en la que también espero saludar al
President de la Generalitat, y que desde luego vamos a
cumplir escrupulosamente todo lo que está en el acuerdo
de investidura.

Es consciente de que, en los asuntos que ha citado, uno
no está en los acuerdos de investidura, que es el que se re-
fiere al reconocimiento de las prestaciones, y los demás es-
tán situados en el acuerdo de investidura y los vamos a de-
sarrollar. La idea del Ministerio es que, en el mes de sep-
tiembre, haya ya algún paso claro, definitivo, en ese ca-
mino que tenemos que emprender de diálogo institucional
con los representantes de la Generalitat. Ese es nuestro
plazo, el mes de septiembre.

Ha hablado de la necesidad de la nivelación de los ser-
vicios básicos. Creo que ésa es una reivindicación, no sólo
de Cataluña, sino de muchas comunidades autónomas, y
que tiene que articularse en el ámbito del Consejo de Polí-
tica Fiscal y Financiera.

Le aseguro que vamos a convocar una conferencia sec-
torial de asuntos sociales en el mes de julio. Que en esa
conferencia uno de los temas que queremos tocar es el del
0,5 por ciento, que viene siendo una reivindicación de al-
gunas comunidades autónomas. Pronto tendré la oportuni-
dad, ya he visto al Conseller Farreras, de ver al Conseller
Comas para hablar también de esa cuestión.

Luego están las cuatro preguntas finales que me ha
planteado. Sobre ley de extranjería y nacionalidad debo
decirle que no es una competencia directa del departa-
mento y que estamos trabajando en una comisión intermi-
nisterial con los Ministerios de Justicia e Interior. Quiero
decirle que vamos a plantear la renovación del plan del vo-
luntariado; yo he estudiado el debate anterior que se pro-
dujo con respecto a la ley de voluntario anterior y estamos
dispuestos a analizar posibles modificaciones de la Ley del
Voluntariado.

Con respecto a las parejas de hecho, tengo que decirle
también con toda sinceridad que hay un proyecto elabo-
rado por parte de la Ministra anterior y su equipo, que ese
proyecto en la anterior etapa de Gobierno no fue priorita-
rio y que, en este momento, por parte del Ministro no se
considera como una prioridad dentro del departamento la
regulación de las parejas de hecho, que ya tienen algún re-
conocimiento a través de alguna legislación y también a
través de registros municipales y de registros autonómicos.
No se considera una prioridad dentro del departamento.

Con respecto al Comité de Empresas Europeo, que tam-
bién lo ha planteado como última cuestión, si no he to-
mado mal las notas, debo decirle que ahí hemos heredado
un trabajo muy importante del señor Griñán, hecho en la
etapa anterior; que en este momento se encuentra pen-
diente del dictamen del Consejo de Estado y que espera-
mos solicitar la declaración de urgencia en la tramitación
parlamentaria para que, en la época que está prevista, que
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es el mes de septiembre, tengamos la trasposición de la di-
rectiva en el plazo establecido.

Muchas gracias, señor Presidente. Pido perdón por si he
ido muy rápido, pero, sobre todo, estaba pensando en el al-
muerzo de sus señorías.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro.
Estamos dentro del artículo 203 y, dada la excepciona-

lidad de la primera comparecencia del Ministro, se abre un
turno muy limitado en el tiempo, dos minutos exclusiva-
mente, para formular preguntas o pedir aclaraciones sobre
la información facilitada.

¿Algún portavoz quiere hacer uso de este turno?
(Pausa.)

Tiene la palabra el señor Griñán.

El señor GRIÑAN MARTINEZ: Con la brevedad que
me pide la Presidencia, no tanto para hacerme dueño de
mis propias palabras, ni tampoco para contestar por alusio-
nes al señor Hernando, que, sin duda, tras su larga trayec-
toria en la oposición, ha venido aquí convencido de que
quien comparecía era yo, pero no comparecía yo, sino el
Ministro, señor Arenas.

En todo caso, señor Ministro, sí le haré dos aclaracio-
nes, en términos generales, para manifestarle también en
eso mi espíritu de colaboración. Por ejemplo, el Pacto de
Toledo. Sigo insistiendo: miren cómo ustedes han presen-
tado una proposición no de ley en la que piden que se
acuerde crear en la Comisión de Presupuestos una ponen-
cia que tendrá por objeto recibir información de las medi-
das que el Gobierno adopte. Las medidas que el Gobierno
adopte se verán en Comisión o en Pleno, no en una ponen-
cia que tenga que estudiar cosas. Por tanto, no podemos
compartir esta proposición no de ley, y se lo digo sincera-
mente; nada tiene que ver con los acuerdos de Toledo en el
seguimiento que se dijo que haría el Parlamento. Por con-
siguiente, entiéndame lo que le quiero decir: diálogo, todo
el que quiera, pero no para que vengan aquí a una ponen-
cia a ver lo que ustedes han hecho ya.

En segundo término, le diré que las medidas económi-
cas que han adoptado son medidas económicas que darán
el resultado que hayan de dar, y como sobre eso no vamos
a discutir, porque pertenece al futuro, simplemente le diré
que hay una contradicción entre lo que dicen ustedes de
esas medidas económicas y la previsión de empleo que ha-
cen, que es lo que le he dicho; hay una contradicción fla-
grante. Y ahí creo, señor Ministro, de verdad, que le ha
metido un gol el Ministerio de Economía haciendo unas
previsiones en el cuadro marco que nada tienen que ver
con la realidad, y lo va a ver usted. No se puede decir que
esas medidas sean reactivadoras simplemente porque se
mueva el dinero; si el dinero se mueve muy deprisa y se
mueven muy deprisa los fondos de inversión, le aseguro
que no se crea empleo. No es así. Y las medidas de fo-
mento de la contratación indefinida sustituyen a otras ante-
riores. (El señor Ministro de Trabajo y Asuntos Socia-
les, Arenas Bocanegra, pronuncia palabras que no se
perciben.) ¿Ah, son complementarias? Entonces, ¿van a
dar el millón de pesetas de desgravación, más las 500.000

pesetas por contrato indefinido, más el 50 por ciento de las
cotizaciones sociales? ¿O son sustitutivas? Digo yo que
cuando lo regulen será una cosa u otra, porque si no ahí te-
nemos dos millones por cada contrato. Además, el efecto
que tuvieron no fue muy grande.

Tampoco pretende el Grupo Socialista, de ninguna ma-
nera, dar lecciones de diálogo social. Simplemente he que-
rido decirle que ustedes no creían en el diálogo social al prin-
cipio de la anterior legislatura; que ustedes al principio de la
anterior legislatura nos decían que no jugáramos a la oculta-
ción del diálogo y tomáramos decisiones. Lo que yo le estoy
diciendo es lo contrario: dialogue y no tome decisiones sino
después del diálogo, que es lo que usted ha dicho; es decir, no
pongan en mi boca cosas que yo no he dicho. Simplemente
he recordado lo que ustedes decían en su momento.

Nada más. Tendremos tiempo de vernos aquí, o en el
Pleno, para ver cómo van evolucionando las medidas que
ustedes vayan adoptando. Sí me gustaría que todas estas
buenas intenciones se fueran viendo luego en decisiones
concretas que vayan adoptando a lo largo del tiempo. Si se
traducen en mayor crecimiento del empleo y en mejor pro-
tección social, estaremos de acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Griñán.
El portavoz de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-

lunya, señor Vaquero, tiene la palabra.

El señor VAQUERO DEL POZO: Con muchísima
brevedad. Me siento no contestado sobre el tema de las
prestaciones por desempleo. Me gustaría oír la orientación
que va a tener el Ministerio.

Y, para terminar, quisiera comentarle una cuestión. Si
yo le dijera a usted que las subvenciones para crear empleo
se las embolsa el empresario y, al final, no se crea empleo,
posiblemente el señor Olabarría me diría que eso es un lap-
sus freudianoideológico. Pero no se lo digo yo, sino el Pre-
sidente Chirac, y yo participo de esa susceptibilidad tam-
bién. Yo creo que por ahí no deben ir los tiros. En cualquier
caso, es algo que someto a su consideración para futuras
medidas económicas y su participación respecto a ellas.

El señor PRESIDENTE: El portavoz del Grupo Parla-
mentario Vasco (PNV), señor Olabarría, tiene la palabra.

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Ministro, una
aclaración sobre la Forcem. Yo cuando califico actuaciones
de delictivas o de presuntamente delictivas —ésa es la ex-
presión al uso y la pertinente— lo estoy haciendo desde una
perspectiva muy clara. Usted sabe que hay un acuerdo in-
terporfesional en Euskadi que debe ser financiado con fon-
dos que debe transferir la Forcem, por mandato de la legis-
lación laboral, por mandato de la legislación presupuesta-
ria. Cuando se incumple ilegítimamente y se contradice un
precepto que obliga a una transferencia de fondos, se está
produciendo lo que el Derecho penal llama y tipifica como
delito, en ocasiones —si así lo aprecia un juez— retención
indebida o ilegítima de fondos. Desde esa perspectiva, esa
concreta actuación de la Forcem —no la actuación de la
Forcem in genere— pudiera resultar incluso delictiva.
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Quiero en todo caso quitar hierro y desdramatizar estas
expresiones que, no por el acaloramiento que esporádica-
mente puedan producir, nos deben llevar a elementos de
fricción que a nada conducirían. Yo lo que quiero es que
este tema se resuelva en el futuro, y ya he conocido su ta-
lante y con esto me doy por satisfecho.

Gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Si el señor Ministro quiere
hacer uso de la palabra, la tiene.

El señor MINISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS
SOCIALES (Arenas Bocanegra): Con mucha brevedad,
señor Presidente. Quiero agradecerle la benevolencia que
ha tenido conmigo en toda la sesión.

Quiero decirle al señor Griñán que no se sorprenda por
la intervención del señor Hernando, porque los que hemos
sido portavoces de la oposición ya sabíamos que el porta-
voz del grupo mayoritario se dedicaba más a nosotros que
al compareciente. No le sorprenda, porque eso lo hemos
sufrido durante mucho tiempo.

También quiero decirle dos cuestiones que me parecen
importantes. He hablado antes de la reducción de modali-
dades contractuales. Otra cosa de las que está haciendo en
este momento el Ministerio es sistematizar todo lo que sig-
nifican bonificaciones a la Seguridad Social, lo que signi-
fican subvenciones y desgravaciones fiscales para poder
poner todo eso en orden y no resulta fácil.

Y quiero dejarle clara una cuestión. El señor Rato y el
departamento de Economía no ha dicho que vaya a haber
más paro en el año 1996. Lo que ha dicho textualmente es
que el escenario macroeconómico que habían diseñado us-
tedes en la etapa anterior era extraordinariamente positivo
y extraordinariamente optimista. De hecho, le tengo que
decir que, con el crecimiento económico del primer tri-
mestre de 1996, ya me contarán ustedes a qué ritmo hay
que crecer en el segundo trimestre y en el segundo semes-
tre para que se consiga el crecimiento económico que te-
nían ustedes previsto. Eso es absolutamente inviable. Y le
quiero decir a S. S. una cosa. Si al final el gol que me ha
metido el señor Rato consiste en crear mayor empleo en el

año 1996, le voy a pedir al señor Rato que, de esos goles,
nos meta goleada. (Rumores.) Sí, porque ustedes nos es-
tán diciendo que lo que hemos hecho ha sido infravalorar
el escenario macroeconómico y de crecimiento para apun-
tarnos, posteriormente, el resultado final. Eso nos están di-
ciendo desde algunos ámbitos; a mí me lo ha dicho en el
Congreso un compañero suyo.

En segundo lugar, como bien sabe S. S., la encuesta de
población activa está sometida a revisión en este momento,
y ése será otro de los temas en los que incidan, como le de-
mostraré con ocasión de cualquier pregunta parlamentaria o
de alguna comparecencia que usted me solicite.

Finalmente, quiero decirle al señor Vaquero que no me
he referido anteriormente a las prestaciones por desem-
pleo, que le pido excusas, pero que le adelanto que no hay
ningún tipo de problemas en ese sentido. Hoy hay un Ins-
tituto Nacional de Empleo, que presentó superávit en el
año 1995, que no refleja los niveles de preocupación del
año más alto de cotizaciones, tanto en contributivas como
en no contributivas, que fue en 1993 —si no me falla la
memoria—; está ordenado, no tiene problemas económi-
cos, no está previsto alterar prestaciones por desempleo 
—le tranquilizo en esa dirección— y sí le digo que el año
pasado, con motivo de la prórroga presupuestaria, en el
Instituto Nacional de Empleo se tomó un acuerdo de no
disponibilidad que afectó a 400.000 millones, y que el su-
perávit y los remanentes relativos al año 1995 no se incor-
poraron al presupuesto de 1996. Por tanto, no tenemos un
presupuesto tan fuerte como el de 1995, pero le reitero que
no hay ningún tipo de problema.

Para concluir, quiero agradecer, si me lo permite el se-
ñor Presidente, las palabras y la intervención del portavoz
del Grupo Popular, con las que estoy totalmente de
acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mi-
nistro.

Gracias, señoras y señores Diputados.
Se levanta la sesión.

Eran las dos y cincuenta minutos de la tarde.
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